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      A mi hijo Alex, ejemplo de voluntad,


      tenacidad y amor a la vida.

    

  


  
    
      


      He [Calderón] has taken them [criminal organizations] on in the same way that when, you know, Eliot Ness took on Al Capone back during Prohibition, oftentimes that causes even more violence.


      And we’re seeing that flare up.


      [Calderón] está encarándolos [a los grupos criminales], de la misma manera que Eliot Ness enfrentó a Al Capone durante la época de la Prohibición, con frecuencia eso causa más violencia, y estamos viendo que eso está aflorando.


      BARACK OBAMA, 30 de marzo de 2009


      ¿Qué querían que hiciera? ¿Que los saludara? ¿Que los invitara a pasar? ¿Que les ofreciera un cafecito? ¿O qué?


      FELIPE CALDERÓN, 11 de febrero de 2012

    

  


  
    
      Introducción


      Este libro es la continuación de una línea de trabajo académico, iniciada a finales de los años ochenta en el Instituto de Investigaciones Sociales de la UNAM, que trata de la sociohistoria del tráfico de drogas ilegales en México, particularmente de la relación entre el campo1 de la política y el del tráfico de drogas. Como resultado de este proyecto de largo plazo, en años anteriores he publicado varios libros y artículos en México y el extranjero que dan cuenta de dicho proceso desde el último cuarto del siglo XIX hasta nuestros días. Esta investigación no se apoya en filtraciones de documentos secretos, de circulación restringida, o averiguaciones previas, hechas por funcionarios anónimos o por abogados de personas indiciadas. Tampoco en visiones personales o revelaciones de secretos de Estado de algún alto funcionario de gobiernos pasados o presentes, o en testimonios de traficantes de renombre, ni en invenciones literarias o textos de política-ficción. Las fuentes y los alcances son más limitados. Con base en documentos públicos oficiales de los gobiernos de Estados Unidos y México, otros clasificados como confidenciales dados a conocer por Wikileaks, informes de la ONU y otros organismos internacionales, y notas de la prensa nacional y extranjera, en este texto reviso el periodo de gobierno del presidente Felipe Calderón (2006-2012) en dos partes con distintos niveles de análisis. La primera se refiere a lo que recibe como herencia de gobiernos anteriores en términos de inseguridad, reconfiguración política y criminal; a los argumentos sustentados por el titular del Ejecutivo federal y miembros de su gabinete para hacer del tema de la seguridad, en palabra y obra, el eje central desde el inicio hasta el final de su administración; a los apoyos y críticas que tuvo la política de seguridad en México y el extranjero; a la relación con Estados Unidos y a los acuerdos binacionales para enfrentar los problemas de seguridad; a las acciones de y contra las organizaciones criminales y a las reacciones de éstas; a los juegos de poder entre partidos que han impedido la elaboración de una política de seguridad de Estado; al impacto de la violencia homicida en la sociedad y a la demanda de cambio de estrategia; a la evasión de responsabilidades de partidos y gobernantes y a la disputa por la repartición de culpas; al maniqueísmo de algunos funcionarios y críticos; en fin, a las confusiones conceptuales del discurso que se generó desde el Ejecutivo federal.


      La segunda parte trata específicamente de la llamada delincuencia organizada, desde la definición conceptual hasta las organizaciones criminales existentes que han sido consideradas por los gobiernos de México y Estados Unidos como las más importantes, con capacidad de operar en ambos países y algunas incluso en otros más, por lo que han sido caracterizadas como transnacionales. En esta sección se analizan las interacciones particulares entre la delincuencia organizada y el Estado, el poder político en un momento histórico determinado, la sociedad y los medios de comunicación. También se examinan las principales organizaciones criminales, su conformación, transformación, sus divisiones, alianzas, reconfiguraciones, luchas por la hegemonía en el campo criminal, la violencia que han generado para lograrla, las nociones más recurrentes e inadecuadas que emplean gobiernos y medios para designar a las organizaciones criminales, los usos políticos de esas designaciones, y las estrategias que han sido diseñadas y aplicadas por los gobiernos para tratar de neutralizar a las organizaciones criminales.


      Concluyo con reflexiones de carácter general apoyadas en investigaciones sociohistóricas anteriores, de ahí la repetición deliberada de algunas tesis en el texto a la luz —de los acontecimientos en el sexenio 2006-2012— y propongo un marco explicativo de un proceso que comenzó hace un siglo y cuya dinámica en los últimos 30 años ha tenido cambios más acelerados y cualitativamente distintos que durante los primeros 70. En estas últimas décadas se empezaron a observar más claramente las modificaciones de las relaciones de poder dentro del campo político y el del tráfico de drogas y entre ambos campos. La administración Calderón heredó esa situación, y entre las opciones posibles para inclinar las relaciones de poder del lado de las autoridades legales y recuperar la capacidad para establecer las reglas del juego, contener y aplicar la ley a las organizaciones criminales, decidió intervenir principalmente con las fuerzas de seguridad federales, fue apoyado por unos, dentro y fuera del gobierno, y criticado por otros, algunos de los cuales lo responsabilizaron personalmente por los homicidios cometidos durante su administración. Más allá de la retórica del gobierno central sobre las intenciones de la política de seguridad puesta en práctica, el balance de la administración Calderón en términos de violencia, homicidios y violación de derechos humanos fue lamentable. Aquí se analiza sólo una parte, acotada a algunos aspectos que considero relevantes, no exhaustivos, de las relaciones de poder entre el campo de la política y el de la delincuencia organizada, particularmente el tráfico de drogas; es decir, lo que ha habido y hubo entre ellos, no lo que pudo haber sido y no fue.


      En años anteriores, algunas de las ideas contenidas en este libro se dieron a conocer como adelantos de la investigación en revistas y libros colectivos publicados en México y el extranjero, particularmente en Argentina, Colombia, Brasil, Estados Unidos, España y Holanda.
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      CONTEXTO


      Una evaluación de la producción, tráfico y consumo de drogas ilegales en México desde que se aprobaron las primeras leyes prohibicionistas en el país, en los años veinte del siglo XX, muestra que las políticas puestas en marcha para intentar reducir los niveles de esas actividades no han tenido éxito. El gobierno mexicano ha aprobado leyes acordes con sus necesidades internas y con los lineamientos establecidos por la ONU y Estados Unidos en esos temas; cuenta con las instituciones encargadas de la vigilancia y la aplicación de esas leyes; ha establecido mecanismos de cooperación judicial con otros estados; ha capturado y encarcelado a miles de traficantes, a algunos de los cuales los ha extraditado; ha destruido una gran cantidad de plantíos ilegales; ha decomisado e incinerado miles de toneladas de distintas drogas; les ha quitado miles de armas cada vez más potentes a los delincuentes, así como aeronaves, vehículos terrestres y marítimos, y millones de dólares; ha utilizado a decenas de miles de policías y militares contra las organizaciones de traficantes. En resumen, ha tratado de ser un alumno ejemplar, pero la estrategia punitiva no ha logrado los resultados esperados. Las instituciones policiacas federales, estatales y municipales muestran todavía debilidades y fragilidad, unas más que otras, ante la expansión de la corrupción que parece incontenible. Las instituciones de seguridad se han deteriorado por los efectos combinados del dinero de los traficantes, la ausencia de una ética de servicio a la ciudadanía y la irresponsabilidad política de partidos y gobernantes pasados y presentes.


      En América Latina, México y los países de la zona andina, principalmente Colombia, Perú y Bolivia, han resentido con mayor fuerza las políticas antidrogas promovidas por Estados Unidos desde principios del siglo XX y adoptadas, generalmente sin gran oposición de fondo, por los gobiernos latinoamericanos. Como preludio de lo que llamaría la “guerra contra las drogas”, la administración Nixon puso en marcha en 1969 la Operación Intercepción en la frontera con México. Los controles a vehículos y personas no pararon el flujo de drogas hacia Estados Unidos, pero la medida sí provocó un conflicto diplomático. Posteriormente, entre 1975 y 1978, el gobierno mexicano impulsado por Estados Unidos inició un gran despliegue militar para destruir cultivos ilegales y le llamó Operación Cóndor. Diez mil militares fueron enviados a la sierra que comparten los estados de Sinaloa, Chihuahua y Durango para destruir cultivos de amapola y mariguana. En 1978-1980, el gobierno de Julio César Turbay en Colombia puso en marcha la Operación Fulminante para destruir los cultivos de mariguana en la Guajira y la zona atlántica, también con unos 10 000 militares. En 1986, el presidente Reagan promulgó la Directiva de Seguridad Nacional 221, la cual definió el tráfico internacional de drogas como una amenaza a la seguridad nacional de Estados Unidos. En ese mismo año, el gobierno estadounidense comenzó en Bolivia la Operación Blast Furnace (Operación Alto Horno) con tropas del Comando Sur, agentes de la DEA y helicópteros Black Hawk, en apoyo a la Policía Nacional, para destruir lugares de procesamiento de coca en los departamentos del Chapare, Beni y Santa Cruz. En 1987, la DEA y el Bureau of International Narcotics Matters del Departamento de Estado iniciaron la Operación Snowcap (Operación Corona de Nieve) en 12 países, pero concentraron sus actividades en Perú, Bolivia y Ecuador. En 1989, la administración Bush lanzó la Iniciativa Andina en Colombia, Perú y Bolivia para reducir la producción y el tráfico de cocaína hacia Estados Unidos, lo que implicó un financiamiento de poco más de 2 000 millones de dólares para asistencia militar y económica, programas de aplicación de la ley y apoyo de la DEA. En 2000 dio inicio el Plan Colombia, y en 2007 se anunció la estrategia conjunta México-Estados Unidos llamada Iniciativa Mérida.


      En México, el tráfico de drogas ilegales nació subordinado a la política desde los tiempos de la Revolución mexicana y así continuó en el Estado posrevolucionario,1 dominado durante varias décadas por un partido que ha cambiado de nombre tres veces (PNR-PRM-PRI). Los traficantes fueron simultáneamente contenidos, extorsionados, controlados, combatidos, en caso necesario, y protegidos por el aparato político y de seguridad del Estado, y a la vez marginados del poder político. El desmantelamiento en los años ochenta del aparato político-policiaco creado en los años cuarenta (Dirección Federal de Seguridad, DFS), y más tarde el proceso de democratización y la reconfiguración del poder político en el país, junto con la diversificación y el crecimiento del mercado de las drogas ilegales en el mundo, particularmente en Estados Unidos, provocó un cambio en la relación de subordinación y los traficantes empezaron a adquirir una mayor autonomía respecto del poder político. Al debilitarse el Estado y sus mecanismos de control, las organizaciones criminales entraron en un proceso de lucha violenta por la hegemonía en el campo criminal. Hubo reconfiguración de los dos campos: las relaciones entre ambos se modificaron. Pasaron de la subordinación histórica, en la que los traficantes tenían tres opciones si no aceptaban las reglas del juego del sistema autoritario —salir del negocio, ir a la cárcel o morir—, a los intentos de realizar cambios cualitativos en la correlación de fuerzas. Los criminales han aprovechado las diferencias políticas de los partidos gobernantes en los niveles federal, estatal y municipal, la fragmentación de la capacidad del Estado derivada de ellas, la corrupción de funcionarios y agentes de seguridad, la debilidad de la sociedad civil y el temor, la complacencia y la complicidad de algunos sectores de la misma. De esta manera, las organizaciones criminales han puesto a la clase política frente a tres alternativas: subordinarse a sus intereses, ser socios en igualdad de condiciones y beneficiarse mutuamente, o hacer causa común entre partidos en posiciones de gobierno para aplicarles la ley. Como resultado de esa combinación de factores surgieron condiciones de posibilidad para el crecimiento relativo del mercado interno, para la lucha violenta entre las organizaciones criminales y de éstas contra policías, militares y la sociedad civil.


      LA BATALLA FRONTAL CONTRA EL CRIMEN


      En su primer día como presidente de México, Felipe Calderón, en su discurso en el Auditorio Nacional, declaró: “La solución a los problemas debe construirse por la vía de la paz y de la legalidad, dentro del marco de las leyes e instituciones que nos hemos dado los mexicanos y no fuera de él”.2 Señaló que la inseguridad se había convertido en “el principal problema de estados, ciudades y regiones enteras”, y habló de lo que haría al respecto: “Una de las tres prioridades que voy a encabezar en mi Gobierno es, precisamente, la lucha por recuperar la seguridad pública y la legalidad”. Y lo que dijo sobre el objetivo esperado no presagiaba buenos tiempos y ponía en duda el uso exclusivo de la vía pacífica: “Sé que restablecer la seguridad no será fácil ni rápido, que tomará tiempo, que costará mucho dinero, e incluso y por desgracia, vidas humanas. Pero ténganlo por seguro, ésta es una batalla en la que yo estaré al frente, es una batalla que tenemos que librar y que unidos los mexicanos vamos a ganar a la delincuencia”. Era explícita su intención de ejercer realmente sus atribuciones como comandante supremo de las Fuerzas Armadas. Es decir, para lograr la paz encabezaría una batalla. El fin no podría lograrse sin muertos, y por lo tanto empleando únicamente medios pacíficos. Podría haber dicho que su gobierno haría uso legítimo de la fuerza como último recurso contra quienes agredieran a la sociedad y a las instituciones, contra quienes violentaran el Estado de derecho, pero prefirió un discurso que mostraba que él encabezaría una especie de cruzada que implicaba una ofensiva armada contra los causantes de la inseguridad.


      El 11 de diciembre de 2006 el gobierno federal anunció la Operación Conjunta Michoacán.3 Estuvieron presentes los titulares de la Segob, Sedena, Semar, SSP y PGR. El de la Segob, Francisco Javier Ramírez Acuña, expresó: “En acuerdo con el gobernador del estado de Michoacán, Lázaro Cárdenas Batel, informamos a los mexicanos el inicio de la Operación Conjunta Michoacán, con un despliegue de más de cinco mil efectivos para esta operación en la cual se desarrollarán actividades de erradicación de plantíos ilícitos, establecimiento de puestos de control para acotar el tráfico de enervantes en carreteras y caminos secundarios, ejecución de cateos y de órdenes de aprehensión, así como ubicación y desmantelamiento de puntos de venta de drogas”. Los mandos militares dieron detalles sobre el número de elementos y el equipamiento que se utilizaría: 4 260 soldados, 1 054 marinos, aviones, helicópteros, “binomios canófilos”, patrullas oceánicas, etc. La SSP desplegó 1 420 policías y apoyó con varios helicópteros. La PGR envió a 50 agentes del Ministerio Público para ejecutar órdenes de cateo y de aprehensión.


      A principios de enero de 2007, el presidente visitó a las fuerzas militares en Apatzingán, Michoacán,4 y les expresó su reconocimiento “por su decidida colaboración en esta batalla frontal contra el crimen”. Dijo que el gobierno que encabezaba estaba decidido a recuperar la seguridad no sólo de Michoacán y Baja California, sino “de toda región de México que esté amenazada por el crimen organizado”. Reiteró su advertencia sobre el sacrificio esperado. Por su parte, el gobernador de Michoacán, Lázaro Cárdenas Batel (PRD), al referirse a la operación en su estado afirmó que “era ya un reclamo de la ciudadanía en Michoacán, que era un reclamo de distintos sectores sociales, muy particularmente en regiones como esta de Apatzingán”.5 Agregó que para tener éxito contra la delincuencia organizada había que hacer un frente común y hacer a un lado las diferencias partidistas, que una “ofensiva” como la realizada en su estado tenía que ser acompañada de una similar “en salud, en educación, en fortalecimiento comunitario, en desarrollo productivo del campo y las ciudades”. No había ninguna señal del gobernador Cárdenas que mostrara el desconocimiento de la legitimidad del presidente, como algún sector de su partido lo afirmaba abiertamente, tampoco de oposición al despliegue de las fuerzas federales en Michoacán, o expresiones que hicieran pensar que se trataba de una imposición del gobierno central, ni de ver esas acciones como un simple pretexto de Calderón para “legitimarse”, como ese mismo sector de su partido y otros grupos sociales aseguraban; al contrario, el gobernador sabía que los problemas de seguridad que tenía en su estado desde el sexenio de Fox eran reales, graves, y que no había podido resolverlos con sus propias instituciones, de ahí que coincidiera con el presidente y le mostrara su aprobación: “Nuevamente, señor Presidente, una muy calurosa bienvenida a nuestro estado, a Michoacán, y el agradecimiento que, estoy seguro, es compartido por miles de personas en nuestro estado que reclamaban una acción de estas características, con esta articulación y con esta contundencia”.6


      LA GUERRA CONTRA LA DELINCUENCIA


      Para finales de enero de 2007 el gobierno federal ya había puesto en marcha operativos conjuntos en Michoacán, Tijuana, Guerrero, y anunciaba el fortalecimiento de la presencia de sus fuerzas de seguridad “en la lógica de dichos operativos en regiones de Durango, Chihuahua y Sinaloa, y en la Sierra Madre Occidental”.7 También, la transferencia de 10 000 militares a la PFP, el incremento de 12.4% al presupuesto de seguridad pública, y la unificación de las operaciones de la AFI y la PFP. Se mencionó que el objetivo de los operativos conjuntos era “dejar policías locales mucho más fortalecidas y supervisadas por la ciudadanía”. El presidente Calderón llamó a la unidad en torno a la decisión que había tomado y a la manera de presentarla: “Para ganar la guerra contra la delincuencia es indispensable trabajar unidos, más allá de nuestras diferencias, más allá de cualquier bandera partidista y de todo interés particular”.8 El titular de la Sedena9 anunció que en la Operación Guerrero participaban 6 388 elementos; en la Operación Conjunta Sierra Madre, 9 054. La Semar contribuyó con 4 825 efectivos en Michoacán, Tijuana, Sinaloa y Guerrero. La SSP destacó la detención en Michoacán del presunto operador principal de la organización criminal del Golfo en Apatzingán, Alfonso Barajas Figueroa. La PGR señaló la disminución de homicidios en Michoacán y Tijuana, la detención en Oaxaca de Pedro Díaz Parada, líder de la organización criminal del Istmo, y la extradición a Estados Unidos de varios traficantes de distintas organizaciones, entre los cuales: Osiel Cárdenas (Golfo), Gilberto e Ismael Higuera Guerrero (Arellano Félix), Héctor Palma Salazar (Guzmán-Palma), Gilberto Salinas Doria (Juárez), etcétera.


      En los primeros meses del gobierno de Calderón había una percepción compartida acerca de la necesidad de frenar la violencia ejercida por las organizaciones criminales y de apoyar al gobierno central en sus decisiones sobre la seguridad. En Tlaxcala, el pleno de gobernadores de la Conago, a propuesta de Eduardo Bours, coordinador de la Comisión de Seguridad Pública y gobernador de Sonora, aprobó un pronunciamiento señalando que el esfuerzo debía ser de todos. La declaración no mostraba ninguna fisura ni indicios de distanciamiento de ningún tipo; al contrario:


      
        expresamos nuestro reconocimiento y adhesión a las estrategias que el Gobierno Federal ha puesto en marcha, así como nuestro total apoyo a las acciones emprendidas para combatir al crimen organizado, que incluye operativos de fuerzas y corporaciones federales en diversas regiones del País, así como la extradición de peligrosos delincuentes […] Nuestro compromiso por construir un solo frente, fuerte, decidido y vigoroso que resulte en las acciones que nos permitan afirmar en nuestro Estado de Derecho, el principio de que ninguna fuerza criminal puede ser superior a la fuerza del Estado Mexicano.10

      


      Por su parte, el titular de la CNDH, José Luis Soberanes,11 señaló que en 2006 se habían observado “niveles inéditos de violencia criminal y desbordamiento de la delincuencia organizada”. Habló de más de 1 700 muertes causadas por bandas criminales y de la “aparente” falta de autoridad en algunas partes del país para proporcionar seguridad, y ambas cosas “permitieron la espiral de violencia interminable ocasionada por la impunidad del crimen organizado, cuya ilegal vigencia es aún ominosa”. Dijo creer en el compromiso de los funcionarios civiles y militares para respetar los derechos humanos “y al mismo tiempo combatir a los delincuentes con intensidad y sin pausa ni fatiga hasta terminar con sus ruines actividades”. De las acciones del gobierno federal contra la inseguridad dijo llevarse a cabo “con un empeño honesto y necesario, cuya dificultad y riesgo no escapan a nuestros ojos”. El presidente Calderón le agradeció “sus palabras y la comprensión contenida en ellas”.12 Afirmó que no retrocedería en la “batalla” que se estaba dando y que ante la amenaza a la seguridad de las personas “el ejercicio de la autoridad y el legítimo uso de la fuerza pública se convierte más que en una prerrogativa en un deber de quien gobierna”. Señaló que el objetivo de las acciones emprendidas era “devolver la tranquilidad a las familias mexicanas en aquellas regiones más afectadas por la presencia del crimen organizado”. Anunció que también enviaría al Congreso de la Unión un paquete de reformas a la Constitución relacionadas con la administración y procuración de justicia, y que el gabinete de seguridad presentaría un Programa Integral de Seguridad Pública. Hizo afirmaciones que posteriormente mostrarían serias dificultades para cumplirse: “En mi Gobierno las fuerzas del orden no vulnerarán ni restringirán libertades o derechos de los ciudadanos […] todo abuso de autoridad será investigado y debidamente sancionado”.


      Ante la American Chamber of Commerce of Mexico, con una presencia de 90 años en el país, que representaba el “85 por ciento de la inversión extranjera total y el 42 por ciento de la fuerza laboral mexicana, con inversiones por más 100 000 millones de dólares”, el presidente Calderón habló de una de la metas de su gobierno: “hacer de México uno de los mejores destinos de inversión en el mundo”. Pero la economía no fue el único tema que trató en su intervención. Mencionó también el de la seguridad: “El Gobierno ha tomado la iniciativa, ha pasado a la ofensiva y está recuperando exitosamente el control territorial que pretendía quitarnos el crimen organizado […] no hemos dudado en emplear toda la fuerza del Estado y lo seguiremos haciendo sin descanso”. Volvió a hablar de la “batalla” que costaría mucho dinero y “muchas vidas humanas”, que estaba seguro de ganarla “con el apoyo decidido de la sociedad”. Y ante la Cámara de Comercio de Canadá en México, Calderón pronunció un discurso similar: “Con el apoyo de los sectores de la sociedad estamos librando una batalla sin cuartel contra la delincuencia”.13


      LOS OPERATIVOS CONJUNTOS Y LOS APOYOS

      CONTRA LOS NUEVOS ENEMIGOS


      En el balance de los primeros 100 días de gobierno, Calderón se refirió a los operativos puestos en marcha en varios estados del país: Michoacán (PRD), Guerrero (PRD), Baja California (PAN), Sinaloa (PRI), Chihuahua (PRI), Durango (PRI), Nuevo León (PRI) y Tamaulipas (PRI), que tenían como objetivo “recuperar esos espacios”. Habló de las relaciones entre delincuentes y policías e instituciones de procuración de justicia. Una vez más advirtió acerca del escenario esperado con palabras prácticamente iguales a las de su primer día de gobierno y empleadas en todos los foros donde hablaba del tema: “No es dable esperar resultados inmediatos y estamos preparados para una batalla que será larga, que demandará recursos, y por desgracia también vidas humanas, pero que es una batalla que tenemos que enfrentar para salvaguardar el futuro de México”. Luego, en una gira por Baja California, empezó hablando de la inseguridad, del operativo en Tijuana, de los programas de rescate de espacios públicos, de drogadicción y delincuencia, y reafirmó su convicción y decisión: “No he tenido una sola duda ni he titubeado un momento para poner toda la fuerza del Estado en la batalla contra la delincuencia. Estamos luchando por ganar esta guerra contra el crimen”. Una batalla que el gobierno no podía ganar solo, que necesitaba la participación ciudadana, dijo, que vigilara a las policías, con un papel central en el desarrollo de una “nueva cultura de legalidad”.14


      Uno de los gobernadores de los estados donde se habían realizado operativos, Zeferino Torreblanca (Guerrero, PRD), expresó su reconocimiento al presidente Calderón, ante éste, funcionarios y miembros de la banca, por la puesta en marcha del Operativo Conjunto Guerrero, que consideró como una “atinada iniciativa en beneficio de los guerrerenses”. Y añadió:


      
        La responsabilidad no es sólo del Presidente de la República, ni de uno u otro gobernador, o presidente municipal; la responsabilidad es de todos, y por ello todas y todos debemos de actuar de manera vertebrada, organizada y participativa en dos frentes: el preventivo, basado en acciones civiles que descansan en los valores fundamentales de la sociedad mexicana, y el correctivo, que es el combate frontal al crimen organizado […] el Gobierno de Guerrero que presido apoya, en el ámbito de su jurisdicción, las medidas y acciones que está tomando el Presidente Calderón para combatir el crimen organizado.

      


      Meses atrás, luego de la elección presidencial, los 13 diputados federales del PRD por Guerrero dijeron que desconocerían como presidente a Calderón, el “espurio e ilegítimo”, que apoyarían a su “presidente legítimo”, Andrés Manuel López Obrador, y le demandaban al gobernador Torreblanca que también lo apoyara.15 El mandatario no sólo no lo hizo sino que reconoció a Calderón y coincidió con su manera de enfrentar al crimen organizado y la apoyó, al igual que el gobernador de Michoacán, también del PRD.


      Los empresarios de la Concamin escucharon al presidente Calderón hablar de sus ideas y planes para mejorar la inversión productiva y sobre seguridad. En este tema señaló lo que se estaba haciendo: “El Gobierno ha librado y seguirá librando una batalla sin tregua ni cuartel contra la delincuencia, a pesar de los costos que implica, a pesar de los riesgos que conlleva”. Ismael Plascencia Núñez, dirigente de esa organización empresarial que generaba más de nueve millones de empleos directos y contribuía con 40% del PIB, hizo un llamado a la unidad y a dejar atrás los “intereses personales y partidistas”. Se refería obviamente a quienes consideraban a Calderón “ilegítimo”. En cuanto a la seguridad expresó: “Aplaudimos y apoyamos los operativos que el Gobierno Federal y del Distrito Federal han implementado en contra del hampa, sin duda, son un signo positivo de que la voz de los empresarios y de toda la sociedad mexicana está siendo escuchada […] Es urgente que los tres órdenes de Gobierno, Federal, estatal y municipal, trabajen en coordinación y que el marco legal no sea un impedimento para el trabajo en conjunto”. Los empresarios no veían que fuese un problema el despliegue de las fuerzas federales de seguridad en distintas partes del país. Les preocupaba más bien que ante el problema de la inseguridad no hubiese colaboración entre la federación y los gobiernos locales (cuyos representantes eran de distintos partidos políticos), que no hubiese el sentido de un interés mayor, que se tenía, dijo el dirigente empresarial, “una misión que está por encima de todos: México”.16


      Los argumentos de la excusa para “legitimarse” y la “guerra de”, de los opositores a Calderón, no tomaban en cuenta de manera deliberada la realidad de los apoyos de diversas fuerzas políticas, económicas y socia­les a la estrategia desplegada por el gobierno federal, ni el reconocimiento de la incapacidad de gobiernos de distinto signo político para lidiar con las organizaciones criminales por sí solos, situación que los llevó a agradecer y apoyar la presencia de las fuerzas federales de seguridad. En otras palabras, no quisieron ver ni aceptar la corresponsabilidad, señalada claramente por Torreblanca y los demás gobernadores de la Conago, ni la visión compartida por distintos sectores sociales sobre la inseguridad real y la percibida, y prefirieron centrar sus críticas en el presidente como si hubiese sido el único que defendía su decisión, como si ésta no hubiese tenido algún apoyo en una parte de la sociedad.


      Al recordar ante las fuerzas militares mexicanas el ataque y la invasión de Estados Unidos en Veracruz en 1914, el presidente Calderón señaló que el país se enfrentaba a “poderosos y nuevos enemigos”, como el crimen organizado que negociaba con drogas y ejercía la violencia; les advirtió que unirse a ese mundo era traicionar a México y los conminó “a no ceder ninguna plaza a nuestros enemigos”. Afirmó que mediante los operativos conjuntos se estaba “devolviendo el poder coercitivo y la fuerza del Estado que la intimidación y la corrupción había[n] anulado a algunas autoridades”. Ante las fuerzas armadas, los empresarios y funcionarios de distintos niveles de gobierno en diferentes partes del país y ante medios como El Economista, el presidente repetía una y otra vez que las tres prioridades de su gobierno eran, en ese orden, la seguridad pública, la generación de empleos y el combate a la pobreza; que uno de los obstáculos mayores que enfrentaba el país era la inseguridad y que las acciones de su gobierno pretendían dar seguridad a la población y crear un entorno propicio para las inversiones. También, que el problema estaba tan arraigado que tomaría mucho tiempo, dinero y vidas, “lo que toma una guerra de esta dimensión”. El director del periódico, Luis Enrique Mercado, al hablar a nombre de su empresa, le dijo al presidente que podía contar con su apoyo y ayuda en decisiones “como la de luchar de frente contra el crimen organizado [pues] sin duda abren el camino para que México sea un país con menos desigualdades y mayores oportunidades para todos”.17


      Como lo había hecho anteriormente en Veracruz, al rendir homenaje a quienes defendieron el puerto de la invasión estadounidense, en Puebla el presidente encabezó la ceremonia conmemorativa de la batalla del 5 de mayo de 1862 contra la invasión francesa. Ahí, al hablar de las nuevas amenazas, dijo: “Hay un enemigo de la Nación que es el crimen organizado que atenta contra la seguridad y la paz de nuestros hogares, contra la salud de nuestras familias, contra nuestro desarrollo y nuestro porvenir. Este enemigo pretende imponer sus intereses y ambiciones a los más elevados valores de los mexicanos, quiere inmovilizar a nuestra sociedad mediante la intimidación y la violencia y quiere aparentar, también, que es invencible”. Hizo un llamado a la unidad y al patriotismo para enfrentar el crimen organizado. Volvió a hablar de guerra y del papel central de las fuerzas armadas. Y al recordar a los militares caídos señaló: “Redoblaremos la ofensiva contra el enemigo, porque a mayor violencia más enérgica debe ser la respuesta del Estado mexicano”. Luego, en Chihuahua, habló de la necesidad de una mayor efectividad de las autoridades que la de los delincuentes “para ganar la guerra al crimen organizado”. En su discurso no faltó el párrafo sobre la duración, el costo y la pérdida de vidas que implicaba dicha acción. La procuradora de Chihuahua, Patricia González Rodríguez, al referirse a las acciones del gobierno federal señaló: “Estamos ciertos que es el camino correcto”. Por su parte, el gobernador José Reyes Baeza Terrazas (PRI) dijo que en esa “batalla” todos debían estar juntos, independientemente de la adscripción partidista, y que se necesitaba una estrategia bien diseñada “para ganar esta batalla cruenta, esta batalla sangrienta al crimen en todas sus manifestaciones y particularmente al crimen organizado […] Lo importante es que reconozcamos que hay una situación grave, crítica y que a todos nos debe involucrar en este combate firme, frontal al crimen en sus diferentes manifestaciones”. El gobernador de Sonora, Eduardo Bours (PRI), coordinador de la Comisión de Seguridad Pública de la Conago, dijo que para mostrar resultados era necesario “despartidizar el tema de la seguridad pública y la lucha contra el crimen organizado”. Mencionó que la iniciativa presidencial de reforma constitucional (en materia de justicia penal) era “necesaria” y “oportuna”. Señaló: “Es tiempo de firmeza en las decisiones, es tiempo de unidad en torno al jefe de las instituciones nacionales, el apoyo para el país no se regatea, por eso expresamos nuestra más firme solidaridad con el Presidente de la República en las acciones que ha emprendido por la seguridad de la República”. Calderón agradeció el apoyo de los gobernadores.18


      En un foro organizado por The Economist, el vicepresidente para América Latina de Metlife, Óscar Schmidt, expresó ante el presidente mexicano: “En la lucha del Estado mexicano contra la criminalidad cuenta usted con todo nuestro respaldo, deseamos reconocerle la voluntad y la decisión de enfrentar este problema con toda la fuerza del Estado contribuyendo así a un clima de seguridad, certeza y tranquilidad”. Uno más de los apoyos que recibía de sectores empresariales. Calderón dijo que ya se había recuperado algo del control territorial “que estaba en disputa”, habló de la extradición de líderes traficantes y afirmó: “Eso ha quebrado también el control vertical de muchas de estas organizaciones”.19 Al parecer, sus asesores no le habían informado que la estructura vertical sólo era una de las formas posibles de las organizaciones criminales, y a juzgar por la rápida reproducción de los liderazgos y la permanencia de las organizaciones, no era la única ni necesariamente la forma predominante, de ahí que las extradiciones no tuvieran mayor efecto en la desestructuración de las mismas.


      ENEMIGOS, PLAZAS Y UN PAÍS

      LIBRE DE DROGAS Y ADICCIONES


      El 7 de marzo de 2007, el presidente anunció ante miembros de su gabinete, legisladores y personas de la sociedad civil la Estrategia integral de prevención del delito y combate a la delincuencia.20 Recordó sus palabras del primer día de gobierno cuando dijo que él encabezaría la “batalla” y que era necesaria la unión, independientemente de las diferencias políticas, sociales, etc. Habló de “no ceder un solo espacio al enemigo”, del objetivo de la medida: “La razón de ser de esta lucha es muy clara: no vamos a dejar en manos de la delincuencia el curso de nuestras vidas y de nuestro país, ni mucho menos cederemos la plaza a quienes pretenden envenenar el cuerpo y el alma de nuestros hijos, de nuestros niños y jóvenes a través de la violencia y la drogadicción. Por ello debemos actuar de inmediato, lo estamos haciendo, y haremos en estos seis años todo lo posible para salvarlos de las garras de las drogas y del peligro del crimen”.21 Y por si alguien lo había olvidado, y no habían sido suficientes las veces que lo había dicho en distintos foros desde que empezó su gobierno, insistió en que sería una lucha dura, difícil, costosa, que tomaría tiempo, que se ganaría, y que seguiría “cobrando vidas humanas en la medida en que vamos avanzando y derrotando a la criminalidad”. Parecía que los “logros” se medirían en función de la siembra de cadáveres. El presidente hizo un llamado a los gobiernos estatales y municipales, legisladores, medios de comunicación, iglesias y sociedad civil a apoyar la “causa”, a no dar “tregua ni cuartel a los enemigos de México, a quienes envenenan a nuestros niños y jóvenes”. Calderón concluyó: “El combate no es por 100 días, sino que se trata de una lucha permanente […] Lo haremos para que mañana los niños y jóvenes de México vivan en un país limpio y libre de drogas”. Nixon habría estado muy contento de tener un seguidor tan fiel, convencido y decidido a tomarse en serio la “guerra contra las drogas”, dispuesto a darle vida a la metáfora. El discurso de la guerra sin cuartel y de la pérdida de vidas humanas se lo repitió también a los legisladores del PRI.22 Nunca prometió un jardín de rosas, pero sí anunció la inevitabilidad de las muertes. No hacer nada también tenía un costo, y optó en primer término por lo que en otras condiciones habría sido el último recurso. La reacción de los criminales y las ondas expansivas provocadas por sus acciones ya estaban incluidas en el cálculo. En ese momento nadie imaginaba el tamaño del impacto en los años siguientes.


      Y hablar de drogas ilegales, de enemigos, de envenenadores y de una metáfora convertida en política, implicaba incluir necesariamente al vecino del norte. Al recibir al presidente de Estados Unidos, George Bush, en la Hacienda Temozón, Yucatán, Calderón habló de las acciones de su gobierno para la recuperación de espacios públicos “de las garras de la delincuencia y de las drogas” y de “la batalla contra quienes quieren envenenar el cuerpo y el alma de nuestros jóvenes”. Señaló que para tener éxito en ese objetivo era necesaria la colaboración de Estados Unidos, pues mientras no redujera su demanda de drogas, a México le iba a resultar difícil reducir la oferta. En la Hacienda de Xcanatun, municipio de Mérida, Yucatán, Bush dijo que compartía la prioridad de Calderón de brindar seguridad en México: “Ha tomado pasos valientes para hacer valer el Estado de Derecho, para combatir la delincuencia organizada, la reforma al sistema judicial. Estados Unidos es un fuerte socio en estos esfuerzos”. Bush aceptó el papel de su país en la demanda de drogas y reconoció que Estados Unidos debía hacer un “mejor esfuerzo” por reducirla, y agregó: “Al mismo tiempo estoy con expectativas hacia una fuerte cooperación con el Presidente aquí y en la región para poner fin al flujo de drogas”. Habló del deseo de seguir teniendo una frontera abierta para el comercio y el turismo, “pero cerrada para los delincuentes, narcotraficantes, contrabandistas de armas y terroristas”. Calderón señaló los temas tratados en esa reunión: políticos, económicos, de seguridad y justicia, fronterizos, etc. Uno de los puntos centrales tenía que ver precisamente con la seguridad, en particular “cómo elevar el nivel de cooperación para combatir juntos la amenaza del crimen organizado y del tráfico de armas y drogas a lo largo de la frontera”. El presidente mexicano afirmó que se trataba de una “nueva etapa” de la relación bilateral con base en la “corresponsabilidad”.23


      En Colima, el presidente Calderón habló de los vínculos entre seguridad y salud al referirse a la Estrategia Nacional de Prevención de Adicciones.24 Aseguró que la mayor parte de los esfuerzos del gobierno federal contra los traficantes era “para rescatar a los niños y a los jóvenes de las garras de las adicciones”. No podía faltar el recordatorio de que sería una batalla dura, difícil, costosa y con muertos. Dijo que el objetivo del “crimen organizado” era no sólo exportar droga hacia Estados Unidos, sino crear un mercado en México, de ahí que incluso regalara drogas a los niños afuera de las escuelas. No distinguió entre drogas legales e ilegales, ni incluyó la posibilidad de usos terapéuticos y menos recreativos; sólo condenó: “Las drogas enferman y esclavizan a quienes las consumen, las drogas debilitan la voluntad y terminan por destruir a las personas, a las familias, a las comunidades y a los países”. Presentó como verdad que quienes consumían alcohol y tabaco transitaban hacia el consumo de otras “sustancias tóxicas”. Y al hablar de cifras mencionó que había “más de medio millón, probablemente un millón de adictos a drogas ilegales”. Las mal llamadas encuestas nacionales de adicciones no miden adicciones, sino prevalencia en el uso en dos momentos distintos. Tal vez se refería a la cifra de los que declararon haber consumido alguna droga ilegal “en el último mes”, según el cuestionario de la encuesta.25 Habló también de la diversificación de las actividades de los criminales que intentaban tener control territorial para la venta de drogas, el secuestro, el robo de autos, etc. Confundió las sustancias psicoactivas, que en sí mismas no amenazan a nadie, con los agentes sociales violentos dedicados a negociar con ellas al declarar: “Las drogas hoy son una grave amenaza a nuestra sociedad y a nuestro México”. Y el objetivo perseguido con las medidas puestas en marcha no podía ser más ortodoxo, utópico y absurdo: “Un México libre de drogas y adicciones”. El gobernador de Colima, Silverio Cavazos (PRI), fue más lejos en su despropósito y afirmó que el tráfico de drogas y las adicciones eran las “amenazas más graves a la salud […] y a nuestra seguridad nacional”. Y al presidente le dijo: “El pueblo y el Gobierno de Colima felicitamos a usted y nos solidarizamos por su enérgica decisión de combatir con mano dura, con mano enérgica, a la delincuencia y al narcotráfico para salvaguardar los intereses de la sociedad y hacer que la ley sea la norma suprema de la convivencia social entre los mexicanos”.26 Ni siquiera Estados Unidos, el principal consumidor de drogas en el mundo, ha considerado las adicciones como amenaza a la seguridad nacional. Al gobernador se le olvidó o ignoraba que la diabetes mellitus era la principal causa de muerte en México desde hacía varios años.


      LIMPIAR A MÉXICO


      En la presentación del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND), Calderón señaló que tenía cinco “ejes rectores”, el primero de los cuales era el Estado de derecho y la seguridad, algo que ya había anunciado desde su primer día de gobierno y que marcaría el discurso y las acciones de su gestión. En el PND se destacó el papel de las fuerzas armadas y los niveles de confianza de la población en ellas. Fueron mencionados los datos de dos empresas encuestadoras, Parametría y Demotecnia, que mostraban niveles de aceptación de 89 y 88%, respectivamente, a la participación de los militares “para combatir el narcotráfico”. El procurador Eduardo Medina-Mora reconoció que el país no contaba con instituciones policiales y de procuración de justicia adecuadas a causa de la corrupción, los embates de la delincuencia, la falta de recursos y de políticas permanentes. Mencionó la necesidad de un Sistema Nacional de Seguridad Pública que se caracterizara por la cooperación, la corresponsabilidad y la eficacia. Afirmó que el PND contemplaba una política de prevención del delito, la intervención de toda la fuerza de la federación para recuperar espacios en manos de los delincuentes, la unificación del mando policial, la promoción de un Sistema Nacional de Desarrollo Policial, la creación de un Sistema Único de Información Criminal, la transformación del Sistema de Justicia Penal, la participación de la sociedad civil y la promoción de una cultura de la legalidad. Con todo eso, confió en que en 2012 se tendrían “instituciones policiales y de procuración de justicia sólidas, confiables y transparentes” y las bases de un nuevo Sistema de Justicia Penal.27 La realidad sería muy distinta al terminar el sexenio de Calderón, con pocos y muy lentos avances en los temas mencionados por el procurador.


      En un diálogo con estudiantes de secundaria en Monterrey, el presidente Calderón les explicó en qué consistía el programa Limpiemos México. Les dijo que se trataba de limpiar el país de las drogas y la delincuencia, les advirtió del peligro de convertirse en “esclavos” de los traficantes. Les habló de una trayectoria lineal, no de una de las trayectorias posibles, que iniciaba con el hábito a las drogas, seguía con el robo en la propia casa para comprarlas, el ingreso a las pandillas, la delincuencia en las calles, la participación en asaltos y la generación de violencia. También les mencionó otros programas como Escuela Segura, Rescate de Espacios Públicos y Tratamiento de Adicciones. En Guadalajara, en otro acto de presentación de esos programas y la construcción de un parque, el presidente afirmó que un gobernador de Jalisco en el siglo XIX, Ignacio Vallarta, había dicho que bajo su gobierno sólo serían perseguidos los delincuentes y que él hacía suyas esas palabras, que no daría “ni un paso atrás en la lucha contra la delincuencia”, y que no permitiría “ningún chantaje o ninguna amenaza” contra el Estado mexicano. Ante el gobernador de Jalisco (PAN), el alcalde de Guadalajara (PAN), legisladores y autoridades del Poder Judicial, el presidente declaró: “Mi gobierno ha sostenido una guerra frontal contra el crimen organizado y contra el delito”. Agregó que eso era insuficiente contra la inseguridad y de ahí los programas complementarios que anunció en ese y otros actos similares, como en Culiacán, Sinaloa, donde hizo un llamado a la sociedad: “esta guerra, amigas y amigos, sólo la podremos ganar con la participación y el compromiso de todos”. El gobernador de Sinaloa, Jesús Aguilar Padilla (PRI), le dijo a Calderón: “Señor Presidente, vamos a trabajar junto a usted en este interesante programa, con la misma convicción que nos ha movido a participar en su valeroso combate nacional contra la delincuencia y el crimen organizado”.28


      En su primer informe de gobierno, el presidente Calderón habló, entre otros temas, de uno de los cinco puntos centrales de las acciones de su administración: el Estado de derecho y la seguridad pública. De la “lucha frontal” contra el crimen organizado y los desafíos de éste al Estado, de la respuesta de su gobierno, del apoyo de las fuerzas armadas, de los operativos, de su advertencia inicial sobre la duración, los costos y la pérdida de vidas humanas, del homenaje a militares y policías caídos, de los miles de personas detenidas, presuntamente vinculadas al tráfico de drogas, de las extradiciones, de la destrucción de plantas ilegales y el decomiso de drogas y dinero. Afirmó que había habido recuperación de territorios, un repliegue de las organizaciones criminales, cambios en sus estrategias y reducción de la violencia relacionada con el tráfico de drogas gracias a los operativos. También, una baja de 50 a 30% en la percepción de la inseguridad como principal problema del país. Mencionó igualmente la estrategia de prevención, la construcción de un nuevo modelo de policía, de un sistema para generar inteligencia, e iniciativas de reforma constitucional para fortalecer la investigación policiaca. Concluyó separando “narcotráfico” y “crimen organizado” al decir, como suele suceder en la retórica gubernamental y en la periodística: “El narcotráfico y el crimen organizado siguen constituyendo la principal amenaza a la paz y a la seguridad”, olvidando que los delitos contra la salud están contemplados en la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada y no son algo distinto del “crimen organizado”, sino un componente del mismo. Y como en innumerables intervenciones anteriores hizo un anuncio y un llamado: “La lucha contra el crimen organizado sigue adelante, unámonos todos en torno a esa lucha común”.29 A nivel nacional, el número de homicidios dolosos no había aumentado entre 2006 y 2007, luego de los primeros operativos, pero en Baja California, Chihuahua y Sinaloa había habido ligeros aumentos en el mismo periodo. Las cifras empezarían a crecer en 2008.30


      Como parte de los cambios en las políticas y en las instituciones anunciadas en su discurso de toma de posesión, a mediados de septiembre de 2007 el Ejecutivo federal envió una iniciativa de ley sobre reforma judicial al Senado para su discusión, medida complementaria a la “lucha frontal contra la delincuencia en las regiones asoladas por el crimen”. Desde un principio, la iniciativa, cuya autoría se atribuía al procurador general de la República, Eduardo Medina-Mora, y particularmente al asesor jurídico de la Presidencia y titular de la PGR en la administración Fox, Daniel Cabeza de Vaca, fue criticada por especialistas académicos, el presidente de la CNDH y un ex titular de la PGR y presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), debido a propuestas que incluían elevar a rango constitucional el arraigo y la ampliación de facultades al Ministerio Público, al permitirle realizar cateos, detenciones e intervenciones telefónicas sin la orden de un juez, medidas que frenaban y limitaban garantías constitucionales y universales, violatorias de los derechos humanos, señalaron. El diputado del PRI, ex gobernador del Estado de México y presidente de la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados, César Camacho, dijo: “La columna vertebral de la reforma es la transformación de un sistema inquisitorial, en el que a la gente se le detiene para investigar, por uno adversarial, acusatorio, garantista, oral, en el que a la gente se le investiga para detener”. La propuesta federal del “nuevo sistema procesal penal acusatorio”, una vez aprobada y puesta en vigor, debería funcionar a más tardar en un plazo de siete años, cuando la federación, los estados y el Distrito Federal hubiesen hecho las modificaciones y los ordenamientos legales necesarios. Y, como otra parte de los cambios anunciados, para la preparación de las policías de los tres órdenes de gobierno “con los más altos estándares de calidad y con las mejores tecnologías para combatir el crimen”, el presidente inauguró en octubre de 2007 en San Luis Potosí la Academia Superior de Seguridad Pública, antes Instituto de Formación Policial, donde se anunció “un nuevo modelo de formación policial”.31


      En Chetumal, el presidente encabezó un acto para anunciar la recuperación de un parque como parte del programa Limpiemos México, cuyo objetivo, dijo, era limpiar a México de la delincuencia. Anunció que era parte de una estrategia integral. Se trataba de recuperar espacios públicos (calles, parques, plazas). Mencionó 755 en casi 200 ciudades. Tendrían prioridad las zonas con mayor delincuencia o menor infraestructura urbana. Habló de otro componente, el programa Escuela Segura, en colaboración con maestros y padres de familia, para evitar la venta de drogas. También se refirió a un tercero: Prevención y Tratamiento de Adicciones. Anunció que “con parte del dinero que le decomisamos al chino [Zhenli Ye Gon]” se construirían 300 centros para ese fin. Y la participación ciudadana como el cuarto. Allí declaró que uno de los deberes más importantes de un gobernante era garantizar la seguridad a la gente, “Por esa razón emprendimos una guerra frontal contra el crimen organizado”. Hizo referencia a capturas de personas identificadas como enlaces con traficantes colombianos, a un presunto líder de Los Zetas, al aterrizaje forzoso de un avión con casi cuatro toneladas de cocaína, y a una gran cantidad de traficantes al menudeo. Dijo convencido: “Estamos trabajando para evitar que la droga llegue a los niños y a los jóvenes”.32 Las encuestas nacionales para medir la prevalencia del consumo no mostraban que se hubiese logrado ese objetivo.


      EL CIRUJANO GUERRERO


      En una visita de Calderón a España, el rey Juan Carlos hizo referencia a “la gran colaboración que México ha prestado a España en la lucha contra el azote terrorista”. Y le expresó “el pleno apoyo de España en la valerosa lucha contra el narcotráfico”. El presidente fue entrevistado por la prensa en la capital española y respondió a varias preguntas relacionadas con este último punto. Señaló que el problema “era ya insostenible” cuando llegó a la Presidencia. Empleó una metáfora médica para referirse al tema: “Llegué al quirófano sabiendo que el paciente tenía una dolencia muy grave; pero al abrirlo nos dimos cuenta de que estaba invadido por muchas partes, y había que sanarlo a como diera lugar”. Dijo que en México se estaba actuando a tiempo para evitar situaciones de pérdida territorial como en Colombia en los años noventa. Le preguntaron si México estaba ganando la guerra y respondió: “México tiene la estrategia correcta y ganará, por supuesto, esta guerra”. Sobre los muertos, ­particularmente de las fuerzas de seguridad del Estado, recordó que había advertido que la batalla sería larga. Habló de “un problema que se fue acumulando, anidando, tolerando, durante años, quizá décadas […y ahora…] estamos enfrentando el problema; no lo estamos eludiendo, como pudo haber ocurrido en el pasado”. En esa frase englobaba a los anteriores gobiernos del PRI y al de su antecesor y de su partido, el PAN. Pero al hablar de “tolerancia” identificaba el origen y el desarrollo del problema como algo ajeno al campo político y no como se dio desde un principio en los primeros años del siglo XX y continuó durante décadas, como un campo subordinado al poder político y estrechamente vinculado a éste. De esa percepción de “tolerancia”, de esa ignorancia de la historia, de esa “ideología profesional” (como diría Bourdieu) de la clase política se deriva la tesis de la “penetración”, de la “infiltración” de los grupos criminales en las estructuras del Estado-fortaleza, de la “invasión” y la “contaminación” de un “virus”, de una “célula cancerosa”, que ataca de manera implacable el impoluto y por naturaleza sano campo de la política. De un mal diagnóstico se deriva un tratamiento inadecuado y un resultado aún peor.33


      En la toma de protesta del Consejo de Participación Ciudadana de la PGR el presidente, al referirse a las acciones contra el crimen organizado, declaró: “Esta guerra es el mayor reto de nuestra generación”; de las drogas dijo que eran “la esclavitud moderna del siglo XXI”. Y en un texto depositado en la Catedral Metropolitana en la “nueva caja del tiempo”, dirigido a las generaciones futuras, señaló: “Los mexicanos de hoy estamos haciendo un enorme esfuerzo para que cuando ustedes encuentren este memorial puedan estar viviendo en paz, en un México seguro y libre porque se ha ganado la guerra en contra del crimen organizado”. Los desplazamientos del presidente en lugares como Ciudad Juárez, con los más altos niveles de violencia, donde varios miles de policías y soldados vigilaron su visita, mostraban que el escenario era efectivamente como de guerra. En la Cumbre Regional sobre el Problema Mundial de las Drogas, Seguridad y Cooperación, realizada en Cartagena de Indias en agosto de 2008, el presidente Uribe le dijo a Calderón: “El pueblo mexicano está pagando un sacrificio tan alto como el que en su momento pagó Colombia y sigue pagando en esta lucha”. Antes, en España, Calderón había declarado que se estaba actuando a tiempo para evitar una situación como en Colombia. Uribe no lo percibía de la misma manera. Y en su visita a México, Ban Ki-moon, secretario general de la ONU, no utilizó las mismas palabras de Calderón, pero declaró: “He felicitado al Presidente por su lucha contra el crimen organizado y las Naciones Unidas podrán brindar la asistencia técnica en ese sentido conforme se solicite”.34


      LA ESTRATEGIA NACIONAL DE SEGURIDAD


      En varias intervenciones públicas el presidente expuso los elementos de la denominada Estrategia Nacional de Seguridad. Por ejemplo en Morelos, tierra que llevaba el nombre, dijo, de “uno de los grandes genios militares libertadores de México”. Quizá quería ser identificado de la misma manera. Dicha estrategia tenía “dos componentes principales, por un lado, un conjunto de acciones que integran la ofensiva del Estado en esta guerra frontal contra las organizaciones criminales y, por otro, una serie de medidas de naturaleza preventiva con las que estamos atacando desde la raíz el problema de la inseguridad”. Entre las acciones que se estaban realizando en ese sentido mencionó los operativos conjuntos, el nuevo modelo de formación policial, la Plataforma México, consistente en una base de datos de información criminal para el trabajo de inteligencia, y el programa Limpiemos México. En 2008 señaló que los operativos conjuntos se habían puesto en marcha “con el objeto de multiplicar la presencia de la fuerza estatal en aquellos territorios que eran materialmente controlados por la delincuencia”. Dijo que sí era posible “ganar la batalla por la seguridad pública”, y para lograrlo había que evitar la protección policiaca o política a los delincuentes. Además: “Los tres poderes de la Unión y los tres órdenes de Gobierno debemos cerrar filas, trabajar unidos más allá de di­visiones de competencia para cerrar los espacios de impunidad a los delincuentes”. Desde su perspectiva había avances en los objetivos de lograr orden y seguridad, y recordó lo que había dicho “al iniciar esta lucha frontal contra la delincuencia […] que sería una lucha de largo aliento y que nos costaría tiempo, recursos económicos y, por desgracia, vidas humanas”. Empleó incluso metáforas de futbol al declarar en Monterrey: “Le estamos metiendo muchos goles a la criminalidad”.35 En otras palabras, habló de lo que había y no había; por un lado, el avance de la inseguridad, de los homicidios; el control que ya ejercían algunas organizaciones criminales en ciertas partes del país; la corrupción, la protección política y policiaca para realizar sus actividades y expandirlas, y, por el otro, la falta de cohesión y cooperación entre autoridades de la federación, los estados y los municipios, es decir, la ausencia de una política de seguridad de Estado. Mostraba optimismo y no imaginaba la “goleada” de los criminales entre sí, a la sociedad civil mexicana y a las fuerzas de seguridad al final de su mandato.


      La Sedena reflejaba también la visión presidencial en su Programa Sectorial de Defensa Nacional 2007-2012, publicado en el Diario Oficial y aprobado mediante un decreto, al señalar que para preservar el orden y el respeto a las instituciones, como parte del objetivo de apoyo a las políticas de seguridad interior, relacionado a su vez con el objetivo ocho del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND): “Recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social mediante el combate frontal al narcotráfico y otras expresiones del crimen organizado”, se requería “la aplicación de la fuerza del Estado a través de medidas conjuntas, coherentes, objetivas e integrales que permitan recuperar los espacios que han sido secuestrados por los narcotraficantes y otras organizaciones delictivas, y así garantizar a la sociedad un entorno seguro que [le] dé tranquilidad”. El texto menciona el apoyo “a las autoridades civiles de cualquier orden de gobierno, en tareas de restauración del orden y seguridad pública, en el combate a la delincuencia organizada o en contra de actos que atenten contra la seguridad de la nación”, y la coadyuvancia “con las acciones que permitan la consolidación y actuación de la policía federal”. En el PND se establece que el tráfico de drogas es una manifestación de la delincuencia organizada, que genera inseguridad y violencia, que los traficantes buscan transformar a México en un país consumidor de drogas, que desafían al Estado, y por lo tanto son “una fuerte amenaza para la seguridad nacional”, de ahí que el gobierno señale que destinará los recursos necesarios para apoyar a las fuerzas armadas en sus labores de seguridad interior, “y específicamente en el combate al crimen organizado”. En 2008, la Sedena anunció que habían bajado las cifras de desertores respecto de la administración anterior. En el primer año del gobierno de Fox era de 58 diarios, en el de Calderón se redujo a 49. No se tenían datos de los desertores que se habían incorporado a las organizaciones criminales, pero se estimaba que el porcentaje era “muy bajo”. En ese momento la Sedena contaba con 198 767 miembros, de los cuales alrededor de 45 000 se dedicarían anualmente a los operativos. El objetivo en seguridad interior del programa militar era realizar 168 “operaciones de alto impacto” contra la siembra de cultivos prohibidos, cuya superficie se pensaba reducir en 70%. Pero el indicador mencionado no sólo incluía lo anterior sino también “el combate a la delincuencia organizada en áreas específicas del país”.36 La participación central y para todo el sexenio de los militares ya estaba definida desde el principio.


      EL ACUERDO NACIONAL POR LA SEGURIDAD,

      LA JUSTICIA Y LA LEGALIDAD (ANSJL)


      El 21 de agosto de 2008 se realizó la XXIII Sesión Ordinaria del Consejo Nacional de Seguridad Pública y se firmó el Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la Legalidad (ANSJL), en el cual participaron los tres poderes, los tres órdenes de gobierno, “medios de comunicación y las organizaciones de la sociedad civil, empresariales, sindicales y religiosas”.37 Se reconoció lo evidente: la corrupción, la impunidad, la falta de coordinación entre autoridades, la inseguridad, la violencia, el deterioro institucional en los ámbitos de la seguridad pública y la procuración e impartición de justicia, “problemas desatendidos a lo largo de décadas”. Para corregir esos problemas se plantearon algunas premisas, entre las cuales estaba considerar la política de seguridad como política de Estado, la coordinación, la cooperación y el intercambio de información entre los tres poderes y los tres órdenes de gobierno, sumar a la sociedad civil, promover la cultura de la legalidad con participación de los medios de comunicación, rendición de cuentas, evaluación del cumplimiento de los acuerdos por una instancia ciudadana, y que el acuerdo tuviera “una vigencia de largo alcance que trascienda la temporalidad del encargo de quienes lo suscriben”. El texto consideró al crimen organizado y a la delincuencia común como las principales amenazas a la seguridad, “un problema de tal magnitud y complejidad que su solución exige un enfoque integral, de carácter económico con una perspectiva preventiva y social”. Se plantearon 74 objetivos que se comprometieron a cumplir los signatarios del acuerdo y un calendario para ponerlos en marcha. En la lista del Poder Ejecutivo federal se incluyó, entre otros, depurar y fortalecer las instituciones de seguridad y procuración de justicia y reasignarles recursos y partidas en el presupuesto de egresos de la federación; apoyar a los estados en el combate a los delitos de más impacto en la sociedad, particularmente en la creación de unidades antisecuestro; diseñar una estrategia nacional contra el lavado de dinero; fortalecer la capacidad del Ministerio Público y las redes de atención a víctimas del delito en el ámbito nacional; fortalecer el sistema penitenciario y el de aduanas; consolidar el sistema único de información criminal; promover la cultura de la legalidad; atender a personas con adicciones; fortalecer programas de rescate de espacios públicos y de escuela segura; promover la creación de un observatorio ciudadano, etc. El Poder Legislativo se comprometió a legislar sobre el tráfico al menudeo; a impulsar una ley general sobre el secuestro; a otorgar mayores recursos para seguridad a estados y municipios, etc. El Poder Judicial a establecer nuevos juzgados y tribunales; a fortalecer los mecanismos de selección de jueces y magistrados, etc. Los estados y municipios, a actualizar sus bases de datos e incorporarlas al sistema único de información criminal; a establecer indicadores de evaluación y seguimiento de instituciones policiales y de procuración de justicia, etc. Al tomar la palabra, el empresario Alejandro Martí les dijo a los funcionarios en una parte de su discurso: “Si no pueden, renuncien”.38 Una frase que sería retomada posteriormente en infinidad de ocasiones en las protestas de la sociedad civil… sin que los funcionarios ineptos se sintieran aludidos.


      LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL

      DE SEGURIDAD PÚBLICA


      A finales de septiembre de 2008, el presidente envió varias iniciativas al Congreso de la Unión, entre las cuales estaba la de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que contemplaba, entre otras cosas, el certificado único policial y lineamientos para la colaboración entre la federación, los estados y los municipios. La ley que fue aprobada39 y publicada el 2 de enero de 2009 y tenía por objeto “establecer la distribución de competencias y las bases de coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios”. Se consigna que las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil y respetarán los derechos humanos y deberán coordinarse para realizar acciones y operativos conjuntos. Quienes componen el Sistema Nacional de Seguridad Pública (SNSP) deberán cumplir los acuerdos que emita el Consejo Nacional (CN), “instancia superior de coordinación”. Será encabezado por el presidente de la República. Como miembros del CN fueron incluidas la Sedena y la Semar. Entre las atribuciones del CN están “promover la implementación de políticas en materia de atención a víctimas del delito” y evaluar de manera periódica el cumplimiento de los objetivos y las metas de los programas de seguridad pública. Se prevén reuniones del pleno del CN por lo menos cada seis meses, convocadas por el presidente, “quien integrará la agenda de los asuntos a tratar”. Se establece que el órgano operativo del SNSP será el Secretariado Ejecutivo, el cual “gozará de autonomía técnica, de gestión y presupuestal. Contará con los Centros Nacionales de Información, de Prevención del Delito y Participación Ciudadana, así como de Certificación y Acreditación”. El secretario ejecutivo y los titulares de los centros nacionales “serán nombrados y removidos libremente por el Presidente del Consejo”. Entre las funciones del Secretariado Ejecutivo están las de “gestionar ante las autoridades competentes, la ministración de los fondos de seguridad pública” y supervisar la correcta aplicación de los mismos por los estados y municipios. También, “coordinar la homologación de la Carrera Policial, la Profesionalización y el Régimen Disciplinario en las Instituciones de Seguridad Pública”.


      POR UN MÉXICO LIBRE DE DELINCUENTES


      El gobierno federal presentó a finales de abril de 2009 un documento llamado “Modelo de operación estratégica y táctica frente a la delincuencia organizada. Por un México libre de delincuentes”.40 Lo firmaban la Segob, Sedena, Semar, SSP y PGR. Partía de un diagnóstico según el cual al inicio de la administración Calderón “la violencia y la inseguridad tenían secuestradas a muchas poblaciones del país, y la impunidad tenía en estado de indefensión a los ciudadanos frente a los criminales”. Afirmaba que la mayor parte del problema se debía al tráfico de drogas, pero que iba más allá de ese fenómeno, pues el crimen organizado se había diversificado y pretendía abarcar todos los negocios ilegales, además de intentar controlar “plazas” y el mercado interno de las drogas e intimidar y cooptar a las fuerzas policiales. De ahí las acciones del gobierno federal contra la inseguridad y el crimen. Lo más fácil, señalaba el documento, era no actuar contra “un problema que creció durante años y décadas al amparo de la indolencia, el temor o la franca complicidad”. Y daba por sentada la siguiente tesis: “No es la acción del gobierno la que genera la violencia, la propia violencia ha obligado a la acción inmediata y decidida del Estado”. Por eso se decidió “usar toda la fuerza del Estado”. La estrategia nacional de seguridad no implicaba acciones meramente preventivas, defensivas y reactivas, sino ofensivas, como el propio documento lo señalaba, aunque sólo mencionaba como parte de ellas en la persecución de los delincuentes; además, el discurso de la “guerra frontal” y las denuncias crecientes contra los excesos de las fuerzas federales ponían en duda esa afirmación tajante.


      Fueron señalados cinco grandes componentes de la estrategia de seguridad nacional: los operativos conjuntos, la reforma para modernizar el sistema de procuración e impartición de justicia, el nuevo modelo de formación policial, la Plataforma México, y el programa Limpiemos México, Zona de Recuperación. El primer operativo conjunto se inició en Michoacán el 11 de diciembre de 2006; luego seguirían otros en Tijuana, 2 de enero de 2007; zona serrana de Sinaloa, Chihuahua y Durango, 7 de enero de 2007; Guerrero, 15 de enero de 2007; Nuevo León y Tamaulipas, 17 de febrero de 2007; Culiacán-Navolato, 13 de mayo de 2008, y en Sonora, Tabasco, Campeche y Chiapas en fechas no indicadas en el documento. Se presentó un recuento de los logros en cada uno de los componentes de la estrategia. Se concluyó que los resultados ratificaban que el Estado era más poderoso que cualquier organización criminal y que el incremento de la violencia, las luchas entre las organizaciones y los homicidios no eran expresiones de fuerza ni poder de los criminales, sino de debilidad, debido a “una crisis en [sus] sistemas de protección, operación y logística”. En todo caso, esa autoimagen del Estado contrastaba con su incapacidad para evitar o por lo menos contener la terrible violencia y las ondas expansivas de las presuntamente debilitadas organizaciones criminales.


      El presidente mexicano, en la ceremonia de conmemoración de la defensa del puerto de Veracruz contra la invasión estadounidense en el siglo XIX, en abril de 2009, alabó el trabajo de las fuerzas federales contra los grupos criminales. Mencionó, como de costumbre desde que se tienen registros de las acciones gubernamentales contra las drogas, decomisos de armas y toneladas de drogas, destrucción de cultivos ilegales y detención de miles de presuntos delincuentes. A partir de esos datos concluyó: “Con estos golpes, hemos reducido la capacidad de fuego y los márgenes de maniobra de los grupos criminales y reducido su acción de impunidad”. Afirmó que las muertes violentas asociadas a la criminalidad se habían reducido 26% si se comparaban el último trimestre de 2008 y el primero de 2009. Ejemplificó con los casos de Tijuana y Ciudad Juárez. Poco después, en la sesión ordinaria del Comité Ejecutivo Nacional del PAN, el partido al que pertenecía el presidente, fue aprobado “por unanimidad, apoyar al presidente Felipe Calderón Hinojosa y a la lucha de su gobierno en contra de la delincuencia organizada y el narcotráfico [sic] en todo el país”. Ante el CNSP, el 2 de junio de 2009, el presidente se refirió a las “redes de cobertura y protección al crimen dentro de las propias instancias de Gobierno”. Habló de corrupción y captura de instituciones de seguridad y procuración de justicia por las organizaciones criminales, situación que relacionó con “los costos de años de permisividad y tolerancia ante la criminalidad”. Se refirió a la criminalidad como amenaza para la sociedad y desafío para la autoridad del Estado, y señaló que estaba en juego el futuro de la democracia en México. Llamó a cerrar filas y aseveró: “Enfrentamos enemigos cuyo poder de corrupción, intimidación o amenaza no distingue filiaciones partidistas ni divisiones entre órdenes de Gobierno”. Días antes, el 26 de mayo de 2009, las fuerzas federales habían detenido en Michoacán a 11 presidentes municipales (del PRI, PAN y PRD) y a otros funcionarios por presuntos vínculos con el crimen organizado. Hubo críticas a esas acciones y acusaciones contra el gobierno federal por tratar de influir en las elecciones intermedias de julio de 2009 con esas medidas espectaculares. Si ése era el objetivo, el resultado fue contraproducente pues el PAN perdió la mayoría relativa (de 206 a 143) en la Cámara de Diputados y el PRI la recuperó (de 104 a 237). Y tiempo después, en 2010, prácticamente todos los detenidos en Michoacán fueron liberados.41 Fue el fallo de la justicia, pero quedaron muchas dudas sobre el tipo de relación entre los previamente acusados, o por lo menos algunos de ellos, con la organización criminal denominada La Familia. Por ejemplo, Julio César Godoy Toscano, medio hermano del gobernador de Michoacán, Leonel Godoy Rangel, electo diputado federal, exhibido en una grabación hablando con uno de los líderes de esa organización criminal, es aún prófugo de la justicia.


      En el Foro Nacional Seguridad con Justicia realizado el 24 de junio de 2009 con el objetivo de discutir la implementación de la reforma al sistema de justicia penal, el presidente volvió a mencionar las relaciones de complicidad establecidas entre los grupos criminales y las instituciones de seguridad, procuración de justicia y políticas. Habló de las acciones de su gobierno contra funcionarios acusados de corrupción de la PGR, policía federal, fuerzas armadas, estados y municipios. Y respondió a quienes señalaron el cálculo electoral detrás de esas medidas: “Este esfuerzo no tiene, ni puede, ni debe tener tintes políticos o partidistas; porque lo que está hoy en juego no es el resultado de una elección, sino el futuro de la democracia, de las instituciones representativas”; que lo hacía “con visión de Estado”. En ese mismo espacio, Alejandro Martí hizo señalamientos puntuales: “La ciudadanía está victimizada por dos frentes hostiles: el delito y la ineficacia de los políticos en el combate al crimen; así como [por] el agotamiento del sistema de justicia penal”. Reivindicó el papel activo, crítico y vigilante del ciudadano, y fue certero y contundente en su juicio sobre la clase política: “Ahora vemos a nuestros representantes populares atrincherados en sus mezquindades políticas, secuestrando el futuro del país, regateando la posibilidad de construir auténticas políticas de Estado y pensando sólo en su rentabilidad política”. Había una lentitud evidente en la implementación de la reforma, aprobada en junio de 2008; el gobierno federal decía que estaba haciendo su parte, pero los representantes del PRD, Jesús Ortega, y del PRI, Jesús Murillo Karam, culpaban a la federación por el retraso.42 Todos se culpaban y con sus actos le daban la razón a Martí.


      EVALUACIÓN DEL ANSJL


      Un año después del ANSJL, la organización civil México Unido contra la Delincuencia (MUCD) dio a conocer una evaluación de lo realizado por los signatarios del acuerdo y calificó su actuación.43 El Poder Ejecutivo federal obtuvo una calificación de 5.2. Entre los compromisos peor calificados estaban la rendición de cuentas en el ejercicio de los recursos, el fortalecimiento de la SIEDO, los indicadores de medición, el sistema único de información criminal, la iniciativa para regular transacciones en efectivo, la evaluación permanente y el control de confianza, y el observatorio ciudadano. Entre los mejores, el modelo nacional de evaluación y control de confianza, el sistema nacional de desarrollo de ministerios públicos, las campañas para promover la cultura de la legalidad, la ampliación de la red de Centros de Atención Primaria Nueva Vida, las redes de atención a víctimas del delito, la ley general del SNSP, y el ejercicio oportuno y transparente de los recursos. El Poder Legislativo obtuvo 7 de calificación. Los compromisos cumplidos con la máxima calificación fueron los presupuestos para fortalecer los programas, mayores recursos a estados y municipios, y las auditorías a las 32 entidades federativas. Los de más bajo puntaje: la Ley de Ejecución de Sanciones Penales, y la ley general del delito del secuestro. El Poder Judicial de la Federación (PJF) fue el mejor calificado con 7.5. Sólo obtuvo baja puntuación en sistematizar la información judicial. Cumplió los compromisos de fortalecer los mecanismos de selección y el control de los procesados, y obtuvo alta calificación en mejorar la transparencia del trabajo del PJF, en la instalación de nuevos juzgados y tribunales federales, y en el establecimiento de juzgados de control con jurisdicción. Los gobiernos de las entidades federativas tuvieron 3 de calificación. De 13 compromisos, siete tuvieron calificación media y seis, baja. Entre estos últimos, el centro de evaluación y control de confianza, la evaluación permanente y de control de confianza, los mecanismos de se­lección y capacitación, los recursos y las partidas dentro de sus respectivos presupuestos, y el sistema de información pública. La calificación más baja fue la de las asociaciones de alcaldes con 0.3. Obtuvieron resultados nulos en recursos eficaces y transparentes, en establecer indicadores de evaluación y seguimiento, en actualizar y adecuar las normas municipales, y en el programa municipal de seguridad. Y resultados bajos en los otros ocho compromisos, entre los cuales la depuración de las instituciones de seguridad y procuración de justicia, la interconexión a la Plataforma México, el desarrollo de procedimientos policiales, y los permisos colectivos de portación de armas de fuego. Esa primera evaluación mostraba las mayores debilidades en estados y municipios, justamente donde la cooptación de fuerzas de seguridad por las organizaciones criminales era más aguda.


      REACCIONES DE ORGANIZACIONES

      CRIMINALES


      La reacción de quienes estaban siendo perseguidos por las autoridades federales fue desafiante y dura. Y para que no hubiera dudas acerca de qué tan lejos estaban dispuestos a llegar en la confrontación, atacaron a un funcionario clave de la SSP, el tercero en la jerarquía de esa institución, en la capital del país. La primera baja de un alto mando de la policía federal, a manos de pistoleros de la organización Beltrán Leyva, según la información oficial, se dio el 8 de mayo de 2008. Édgar Millán era coordinador general de Seguridad Regional y Proximidad Social de la PFP. Se suponía que había sido una respuesta de la organización criminal por la detención de Alfredo Beltrán Leyva a principios de ese año en Culiacán, acciones en el aeropuerto de la Ciudad de México y contra otros de sus miembros. Una semana antes había sido asesinado Roberto Velasco, director de combate a la delincuencia organizada de la AFI; ambos homicidios estaban presuntamente relacionados. El mismo día del asesinato de Millán, en Culiacán un grupo de pistoleros disparó sus rifles automáticos y una bazuca contra Édgar Guzmán López, hijo de Joaquín Guzmán, y personas que lo acompañaban, causándoles la muerte. El contexto era la escisión de los Beltrán Leyva y Carrillo Fuentes de la otrora coalición de organizaciones criminales sinaloenses, liderada por Guzmán e Ismael Zambada. Era una sangrienta lucha fratricida que se extendería a otras partes del país, se agregaría a la ya existente y daría lugar a una reconfiguración de las alianzas criminales. En esos días habían sido colocadas mantas en Culiacán con mensajes amenazadores contra Guzmán e Ismael Zambada y las fuerzas de seguridad federales. Uno de los mensajes decía: “Voy con todo, sépanlo, policías-soldados, para que les quede claro. El Mochomo sigue pesando. Atte. Arturo Beltrán Leyva”. Dos días después de la muerte de Millán, en la zona de influencia de la coalición criminal de Tamaulipas, rival de su homóloga de Sinaloa, el presidente inauguró un hospital en Reynosa y fue desplegado un gran dispositivo de seguridad “nunca antes visto” para protegerlo, por tierra y aire con militares y policías estatales. Ahí, Calderón, al hablar sobre la delincuencia organizada, hizo un llamado a la unión de la sociedad mexicana para decirle un “¡ya basta! categórico y definitivo”. Cerca del lugar del evento, un pequeño grupo de manifestantes con pancartas pedía el retiro del Ejército.44


      SEGURIDAD: ENTRE EL PARTIDISMO

      Y EL INTERÉS GENERAL


      El llamado del presidente no fue compartido por algunos líderes políticos, como Jesús Ortega Martínez, quien se había declarado ganador en las elecciones para decidir quién sería el dirigente nacional del PRD en marzo de 2008, al igual que el otro competidor, Alejandro Encinas. Meses después, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación lo declararía ganador. Ortega criticó las acciones del gobierno de Calderón y dijo que habían sido un fracaso. No mencionó que el primer operativo militar del sexenio fue en Michoacán, a petición del gobernador Lázaro Cárdenas Batel, del PRD. Señaló que había muchos mandos pero poca inteligencia, que no había “una estrategia efectiva para frenar a la delincuencia organizada”, que parecía que los traficantes estaban mejor organizados. En su opinión, “el gobierno de Calderón, al declarar la guerra al crimen organizado, lo único que hizo fue ufanarse ante la opinión pública”. Dijo que se requerían salidas, “pero que ello no conlleve a un Estado policiaco o a la militarización del país”. Lo que se necesitaba era reorganizar los servicios de inteligencia y replantear la estrategia, señaló. El ex candidato a la presidencia por el PRD-PT-Convergencia, López Obrador, autonombrado “presidente legítimo”, declaró: “La creciente inseguridad y violencia en la geografía nacional es fruto de la irresponsabilidad e ineptitud de Calderón”. El diputado federal del PRI, Jesús Ramírez Stabros, dijo que había que replantear la estrategia. Carlos Navarrete, senador del PRD, afirmó que el Congreso le había dado ya al presidente los instrumentos legales para hacerle frente al crimen organizado, que había que utilizarlos y dar mejores resultados. El ex canciller en el gobierno de Fox, Jorge Castañeda, afirmó: “No consultaron con la gente que había estado en esto 20 y hasta 30 años, no platicaron con gente de otros países y no se tomaron el tiempo para tomar una decisión más ponderada”. Por su parte, el presidente del Partido Socialdemócrata, Alberto Begné Guerra, un partido muy pequeño y sin el peso del PRD, planteó una visión distinta a la de Ortega y López Obrador, más cercana a la del presidente, y no criticó la estrategia. Sobre la violencia del crimen organizado dijo: “Si no somos capaces de asumir este desafío como una responsabilidad de Estado, compartida por gobiernos, partidos y sociedad, no hay nada que asegure su contención y, menos aún, su superación”. Planteó “un acuerdo democrático nacional contra el crimen organizado […] un mal cuyo combate debe estar por encima de cualquier interés partidario”. Señaló también la exigencia de abordar el fenómeno desde una perspectiva integral basada en el desarrollo social, la prevención de adicciones y la violencia en distintos ámbitos. Y Manlio Fabio Beltrones, senador del PRI, declaró: “Esta es la hora para no regatearle al gobierno federal y al Presidente de la República ningún apoyo en la tarea que está llevando a cabo”. Por el lado del PAN, el senador Santiago Creel dijo: “Hay un compromiso serio, a fondo, y debemos buscar el apoyo de toda la sociedad y de todos los grupos políticos, porque es una batalla que debe beneficiar a todos en la medida que vayamos avanzando en ella”. El diputado del PAN Obdulio Ávila consideró que la política seguida era la correcta, pero que había que revisarla y hacerle ajustes. El presidente también tuvo el respaldo del representante del Vaticano en México, Christophe Pierre, quien señaló: “El desafío es de todos, pero toca a los políticos enfrentarlo con toda su fuerza y con sus medios de poder para responder a la violencia del narco”. El dirigente del Consejo Coordinador Empresarial, Armando Paredes Arroyo, habló de “mantener la estrategia”, de “no replegarse”, y agregó: “Es una lucha que tiene que seguirse dando sin cuartel”. Roberto Campa Cifrián, secretario ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, expresó: “Me parece que tenemos que hacer un esfuerzo para que esta lucha sea desprovista de cualquier ingrediente que implique la visión partidista o electoral”. En otro ámbito, el analista Jorge Zepeda, quien había calificado inicialmente la estrategia como “el Irak de Calderón”, escribió: “Habría que reconocer que a diferencia de Irak, esta guerra no había manera de evitarla. Todos los que repudiamos ver al Ejército en las calles tendríamos que responder honestamente qué alternativa tendríamos a corto plazo […] habría que admitir que no hay peor violación de los derechos humanos que la existente en regiones controladas por el crimen organizado”. Sobre el escenario de violencia creado por los traficantes en algunas partes del país, señaló: “Tendríamos que vivirlo en carne propia antes de descalificar a los vecinos y autoridades de estas regiones que han pedido la entrada del Ejército”. Mencionó datos de encuestas en lugares donde había operativos que indicaban entre 70 y 90% de aprobación a la presencia de los militares. Concluyó diciendo que no sólo el gobierno de Calderón sino todos estábamos “atrapados entre la barbarie de los poderes salvajes del crimen (des)organizado y el probable endurecimiento de las leyes y los poderes institucionales”. Por lo tanto, consideró “imperativo fomentar una cultura de los derechos humanos porque es lo único que puede salvarnos de que las libertades ciudadanas salgan perdiendo en esta guerra”. El historiador Héctor Aguilar Camín propuso a los directivos y colaboradores del periódico en el que escribía construir indicadores para determinar si la “guerra” se iba ganando, perdiendo o empatando, los cuales “podrían aliviar en algo el caos, la opacidad y el escándalo sin rumbo que dominan informativamente el tema”.45


      Hubo, pues, por un lado, quienes centraron el problema en el presidente, su estrategia, la toma de decisiones sin consejos de expertos ni ponderación adecuada, y una presunta no utilización de los instrumentos legales disponibles. Y, por el otro, quienes lo focalizaron en los criminales, la falta de indicadores útiles para hacer un balance mejor informado de los resultados de la estrategia, la falta de visión de Estado de los agentes políticos, que implicaba una responsabilidad compartida y no sólo la del presidente, y en la necesidad de apoyar a éste y su gobierno en las acciones contra la delincuencia organizada, sin olvidar el papel central que deberían tener los derechos humanos en la visión de la estrategia de seguridad y en las prácticas de las instituciones de gobierno encargadas de operarla. Esas posiciones, aunque podrían haber sido complementarias, eran ejemplos de las que asumían de manera fragmentada distintos grupos sociales en función de la información disponible o la falta de la misma, de su visión sobre las capacidades, incapacidades, legitimidad o no del presidente, por las simpatías o antipatías políticas, por intereses partidistas, por interés en un conocimiento mejor fundado, y por la cercanía o lejanía con las acciones de las fuerzas de seguridad y la violencia y las prácticas mafiosas de los grupos criminales.


      En agosto de 2008 fue encontrado sin vida en la cajuela de un auto, en una colonia del sur del Distrito Federal, el hijo adolescente del empresario Alejandro Martí. Había sido secuestrado casi dos meses antes por gente con uniformes de la AFI. Su chofer y su escolta también fueron asesinados. El presidente Calderón hizo un llamado a las autoridades del Distrito Federal para ponerse de acuerdo y abordar problemas de seguridad pública, y a las autoridades de estados y municipios, y particularmente del Distrito Federal, a depurar a las policías. Ante el gobernador del Estado de México, Enrique Peña Nieto (PRI), habló de un trabajo conjunto para modernizar y profesionalizar a las policías municipales, estatales y federales. María Elena Morera, presidenta de la organización civil México Unido Contra la Delincuencia (MUCD), en una conferencia de prensa en la que participó Alejandro Martí, hizo un llamado a las autoridades de todos los niveles a cooperar: “Exigimos que las autoridades se reúnan y tomen la decisión política de trabajar juntos por la seguridad. El tema no puede seguir siendo un botín político en el que las autoridades se descalifiquen constantemente”. Propuso cinco medidas urgentes para combatir los secuestros. La oficina de la Presidencia aceptó la propuesta. También el jefe de gobierno del Distrito Federal, Marcelo Ebrard (PRD), quien habló de una “cumbre” donde la instancia para tratar los temas de seguridad sería la Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago). Calderón dijo que el instrumento legal para esos temas era el Consejo Nacional de Seguridad Pública (CNSP). Por su parte, Beatriz Paredes, dirigente nacional del PRI, criticó el llamado de Calderón a estados y municipios: “Rechazamos que el gobierno federal se lave las manos y pretenda hacer creer que el tema del crimen organizado y del narcotráfico es un tema que corresponde a los gobiernos de los estados y municipios”. Para ella, el llamado del presidente era una argucia para evadir responsabilidades. Para Morera, Martí y una gran cantidad de habitantes del país era un asunto que competía a las autoridades de todos los niveles. El empresario Alfredo Harp Helú y su esposa lo expresaron claramente: “Unámonos para exigir a nuestras autoridades de los tres poderes de la unión, de los estados y los municipios que trabajen decidida y coordinadamente contra la delincuencia y a favor de la seguridad de las personas, para que en el corto plazo todos los mexicanos podamos vivir tranquilos”.46 Era la diferencia entre una posición partidista y la necesidad real de una política de seguridad de Estado.


      Las críticas al presidente eran constantes. Manlio Fabio Beltrones (PRI), presidente de la Junta de Coordinación Política del Senado, acusó a Calderón de actuar “irresponsablemente” y de no reconocer que “su” sistema de procuración de justicia era “un fracaso”. Según él, en los tiempos de la hegemonía del PRI la seguridad “funcionaba mejor, porque el gobernante en turno, me refiero al priísta, te decía: ‘Sí, yo asumo mi responsabilidad’ […] Ahora se acuñó la frase: ‘Y yo por qué’ ” (se refería a la frase de Vicente Fox). El senador Santiago Creel (PAN) rechazó las críticas, defendió al presidente, dijo que había una estrategia integral y que el propio Ejecutivo federal había enviado una iniciativa para la reforma judicial. Dicha reforma constitucional fue publicada en el Diario Oficial de la Federación en junio de 2008. Ahí se establecía el proceso penal acusatorio y oral y un plazo no mayor de ocho años para su puesta en vigor en todo el país. Y a pesar de las críticas fundadas, se mantuvo la figura del arraigo hasta por 40 días “en tanto entra en vigor el sistema procesal acusatorio”.47


      Beltrones olvidó decir que durante varias décadas no hubo prácticamente ninguna autoridad en los tres niveles de gobierno que no fuera del PRI, y por tal razón nadie más podía ser responsable. La reconfiguración política del país en la administración Calderón era muy distinta. Había tres grandes partidos, solos o en coalición, que tenían posiciones de poder en los tres niveles de gobierno; el PRI ya no estaba en la presidencia, pero seguía gobernando en más de 60% de estados y municipios. La alternancia en el poder implicaba también una redistribución de responsabilidades. La configuración del Estado mexicano había cambiado. Beltrones prefería hacer creer que el presidente Calderón tenía la misma fuerza, atribuciones y herramientas que tuvieron los presidentes priístas cuando monopolizaban el poder y los poderes Legislativo y Judicial estaban subordinados al Ejecutivo.


      DELINCUENCIA Y POLÍTICA


      En Morelia, días después del atentado de un grupo criminal contra la población civil reunida en la plaza principal de esa ciudad para festejar un aniversario más de la Independencia de México, el presidente hizo un llamado a todos los partidos políticos para evitar la “infiltración” de “los traidores a México” en las campañas electorales de 2009. Al referirse a los grupos criminales señaló: “La complicidad que los cubre y que hace posible su operación tiene también una cobertura de carácter político, y esta cobertura debe ser rechazada por todas las organizaciones políticas nacionales”. Un día antes calificó a los culpables como “cobardes, traidores, asesinos, miserables y criminales”. En 2010 se darían a conocer grabaciones donde el medio hermano del gobernador de Michoacán, Julio César Godoy Toscano, electo diputado federal en 2009 por el PRD y anteriormente alcalde del municipio de Lázaro Cárdenas, conversaba con Servando Gómez, uno de los líderes de la organización llamada Familia Michoacana, quien se refería a Godoy como “compadre” y éste le llamaba “tío”. Posteriormente, Godoy fue desaforado y se esfumó. Es prófugo de la justicia. La Familia y Los Zetas se deslindaron del atentado y se culparon mutuamente. Aunque días después del atentado del 15 de septiembre de 2008, donde murieron ocho personas y un centenar resultaron heridas, fueron detenidas tres personas presuntamente vinculadas con Los Zetas que habrían confesado su culpabilidad, los datos presentados por sus abogados no le permitían al juez tener la certeza de su culpabilidad y sentenciarlos, un año después de su detención.48


      En una ceremonia en Morelia para festejar un aniversario más del natalicio de José María Morelos y Pavón, dos semanas después del atentado, el presidente, acompañado por el gobernador de Michoacán, Leonel Godoy (PRD) y de los titulares de la Sedena y Semar, anunció que redoblaría “la presencia del Ejército, la Marina y las fuerzas federales, que permanecerán en la entidad mientras prevalezcan las amenazas a la paz y a la seguridad de los michoacanos”. Agregó que se actuaría de la misma manera en todos los lugares del país “en los que operan los enemigos de México y ante cualquier grupo de criminales que pongan en riesgo la seguridad de los mexicanos”.49


      LIBERAR A MICHOACÁN


      En Michoacán, su estado natal y lugar donde se realizó el primer operativo militar contra las organizaciones criminales en su gobierno, el presidente se reunió con productores de aguacate en noviembre de 2008 y habló sobre seguridad. Les dijo que no “aflojaría” la lucha en ese terreno. Les habló de destrucción de cultivos ilegales, decomisos de armas, detenciones de presuntos criminales, de “fuertes golpes” a la capacidad operativa y las finanzas de las organizaciones delictivas, e hizo declaraciones atendiendo más a su función como comandante supremo de las Fuerzas Armadas en pie de guerra que a su otra función de civil en la presidencia: “Quiero decirles que mi Gobierno va a seguir enfrentando todos los días sin descanso a los enemigos de México; no importa el tiempo que nos tome, los recursos que necesitemos, las vidas humanas que se pierdan, por tristeza y desgracia nuestra, pero no descansaremos hasta liberar a Michoacán de la delincuencia […] Estamos librando una lucha sin cuartel, sin tregua, a fondo contra la delincuencia”.50 En otras palabras, la seguridad a cualquier precio y sin importar la cantidad de muertos. Esa retórica belicosa que caracterizó muchas de las intervenciones del presidente durante su mandato al hablar de seguridad y los operativos con participación central de los militares para enfrentar a las organizaciones criminales, con los terribles resultados en términos de pérdida de vidas humanas, serían tema central de las críticas al presidente, su visión y sus decisiones durante toda su administración.


      POLÍTICOS SIN VISIÓN DE ESTADO


      En el discurso del quinto aniversario de su gobierno, el presidente Calderón hizo varios señalamientos relacionados con la seguridad y los criminales, de quienes dijo eran una amenaza a la democracia. Habló de su intromisión en asuntos electorales: “Es un dato nuevo y es un dato preocupante. Un dato al que ningún partido político puede permanecer silente u omiso, [porque esto] es una amenaza para todos y a la que juntos sin titubeos debemos cerrarle el paso”. Hizo un llamado a las fuerzas políticas para que expresaran su repudio a los criminales porque en ese tema, dijo, “no hay espacio ni para mezquindades ni cálculos políticos”. Denunció la “pasividad” de gobiernos anteriores, lo cual facilitó la expansión de los grupos criminales. También, la falta de un componente clave que hemos señalado en innumerables ocasiones en el proceso de la transición democrática: “Lamentablemente todavía hace falta una visión de Estado, una en la que todas las fuerzas políticas apoyen con claridad la lucha contra la inseguridad”.51


      La preocupación por la injerencia de la delincuencia organizada en asuntos electorales no era nueva. En 2008, el director del Cisen afirmó que los traficantes estaban tratando de controlar al Estado (¿matar policías y militares era una estrategia para controlar al Estado, o simplemente el resultado previsible debido a la ausencia de un trabajo eficaz de inteligencia y la debilidad de las instituciones de seguridad y procuración de justicia?) y que no descartaba la posibilidad de que hubiera dinero de la droga en las campañas de algunos legisladores.52 La presidenta de la mesa directiva de la Cámara de Diputados, Ruth Zavaleta (PRD), calificó de “difamantes” las declaraciones sobre sus pares, señaló que ponían en duda la “honorabilidad” del Congreso de la Unión.53 Algunos legisladores tampoco descartaron esa posibilidad y otros le exigieron probar sus declaraciones.54 En ese momento no había habido ningún pacto público de los partidos políticos en el que se propusieran medidas puntuales para evitar el ingreso del dinero de las drogas en las precampañas y campañas políticas; pero sí declaraciones defensivas individuales o en nombre de una de las Cámaras. En marzo de 2008, la presidenta nacional del PRI, Beatriz Paredes, hizo una propuesta limitada: “Convoco a todos los partidos a presentar una iniciativa que permita sustituir a candidatos postulados, por la evidencia de patrocinios oscuros”.55 O sea que si no había una investigación, o si la hubiera y no se obtuvieran pruebas, los candidatos podrían seguir en el juego, aun cuando hubiesen tenido un “patrocinio oscuro”. Habría sido más útil proponer sin ambages la prohibición absoluta del ingreso de dinero ilegal a los partidos. Tiempo después, luego de varias propuestas de diferentes partidos se llegó a un acuerdo entre ellos y el Instituto Federal Electoral (IFE) a finales de 2008, y entró en vigor al ser publicado en el Diario Oficial el 20 de enero de 2009. En ese documento los partidos se comprometieron a tomar las medidas pertinentes para garantizar que sus precandidatos y candidatos no tuvieran “nexos con actividades ilícitas”, a fiscalizar de manera apropiada las fuentes de ingreso y el destino del gasto, a vigilar “escrupulosamente” la identidad de los aportantes de dinero y de los propietarios de los bienes recibidos en especie, y a entregar al IFE “un listado de personas políticamente expuestas lo más extenso posible”, por ejemplo, los integrantes de sus comités ejecutivos en todos los niveles, los responsables de sus finanzas, precandidatos, candidatos y miembros actuales en todos los cargos de elección popular.56 En otras palabras, de aquellas personas potencialmente corruptibles. Fueron medidas de prevención pertinentes cuyo cumplimiento sería evaluado a lo largo de las precampañas y campañas de 2009 y posteriores. Los traficantes no pretendían apoderarse del Estado, simplemente aprovechaban y aprovecharían las disputas entre instituciones de éste que deberían trabajar para un fin común: la creación y aplicación de una política de seguridad de Estado. Los traficantes ganan cuando existen esas pugnas y pueden, en ciertas condiciones, asociarse con o imponerse al poder político y económico, y aterrorizar a la sociedad civil.


      Con la alternancia en el poder los partidos no pactaron desde su inicio las reglas para diseñar una política de seguridad de Estado porque privaron los intereses personales, partidistas y electorales y no una visión de Estado. De ahí la debilidad inicial, que persistió en la administración Calderón, la fragmentación de la capacidad del Estado. La iniciativa del gobierno federal desde un principio no fue necesariamente compartida y apoyada por los estados, municipios, congresos locales y el de la Unión. Fue un componente central pero insuficiente y no equivalente al de una política de Estado, por la ausencia de otros elementos como los mencionados antes, aunque formalmente el gobierno federal fuera, frente a otros estados, el representante del Estado mexicano. Esa debilidad fue aprovechada por los grupos criminales para tratar de modificar la correlación de fuerzas con el campo político e incidir en la opinión pública ahí donde estaban presentes y tenían influencia y avanzar en su estrategia de expansión hacia otros campos.


      ORGANIZACIONES CRIMINALES

      E INTERÉS POLÍTICO


      En Michoacán fueron desplegadas mantas en Morelia, Apatzingán y Lázaro Cárdenas atribuidas a la organización criminal autodenominada Los Caballeros Templarios con un curioso mensaje: “Esperamos, señor Sicilia, que nos escuche y apoye, que la asociación que usted dignamente representa tome cartas en el asunto y no permita que el Presidente Calderón continúe con sus abusos, en represalia porque su hermana no ganó las elecciones”.57 Además, exigían respeto a la Constitución, a los derechos humanos y detener los operativos federales. Si las mantas eran realmente obra de Los Templarios, significaba que la organización que tenía asolado a Michoacán con sus agresiones, homicidios aberrantes y prácticas mafiosas, competía también en el terreno simbólico y se apoyaba en la mala imagen del gobierno federal y del presidente entre sus opositores políticos, y en la adhesión que había logrado en sectores de la sociedad mexicana el movimiento liderado por Sicilia. No querían ser molestados en un territorio que consideraban propio, como su feudo, y aspiraban a ser apoyados por la población a la que tenían sometida.


      También en las ciudades de Chihuahua y Ciudad Juárez aparecieron mensajes en mantas, presuntamente del grupo criminal La Línea, vinculado a la organización liderada por Vicente Carrillo, contra el presidente de México, el precandidato a la presidencia por el PAN, Ernesto Cordero, y la coalición criminal cuyo líder mencionado era Joaquín Guzmán. Una de las mantas decía: “Haganle el antidoping a cordero sucesor del drogo de calderon, que explique como fue manipulado por el sapo guzman para hacer su grupo armado con los americanos” (redacción original).58 El texto parecía inspirado en alguno de los múltiples blogs o comentarios a notas de prensa de los portales de los periódicos, retomados y difundidos por algunos periodistas que daban crédito a versiones de grupos rivales a los de Guzmán y a la animadversión contra el presidente y su partido. Guzmán aparecía en esas versiones como el criminal todopoderoso a veces protegido por el presidente, por Estados Unidos o por ambos, y otras por encima del propio presidente. La versión de la protección presidencial a la organización de Guzmán databa del sexenio de Fox, a raíz de su fuga del penal de Puente Grande, en la época en que éste y los Carrillo todavía eran aliados, y fue inicialmente difundida por sus rivales de Tamaulipas-Zetas. Las escisiones posteriores en las dos grandes coaliciones, Sinaloa y Tamaulipas, reconfiguraron las alianzas que entonces eran impensables, por un lado Sinaloa-Tamaulipas, y por el otro Carrillo-Zetas. La versión contra Guzmán fue puesta de nuevo en circulación por sus antiguos socios, a la que agregaron acusaciones contra el presidente Calderón y Estados Unidos. Al igual que Los Templarios, trataban de que su versión de las cosas predominara y ganara adeptos para mantener sus privilegios y que nadie cuestionara qué fuerzas los apoyaban a ellos, ni por qué misteriosas razones, si lo que decían era cierto, podían mantenerse firmes durante tanto tiempo en la disputa por la hegemonía contra otras organizaciones criminales sólo con sus propias armas, dinero, astucia, psicopatías, sangre fría y voluntad de poder.


      El 29 de febrero de 2012, en el marco de la sesión XXXII del Consejo Nacional de Seguridad Pública y a pocos meses de las elecciones presidenciales, Calderón se refirió una vez más a la amenaza que significaban los criminales para la democracia. Dijo que había cooptación de jefes policiacos y corporaciones enteras, de tesoreros, de regidores de obras públicas, o de permisos y licencias en los ayuntamientos. Que ya se había observado cómo trataban de incidir en procesos electorales. Ejemplificó: “Hemos sido testigos de casos tan lamentables, como el asesinato del candidato a Gobernador del Estado de Tamaulipas, el doctor Rodolfo Torre Cantú, en 2010. Ha sido el caso, también, de candidatos a presidentes municipales, en ese mismo estado, incluso. En los últimos cinco años, 28 alcaldes en funciones han perdido la vida, precisamente, a manos de criminales. En elecciones recientes, se tiene registrado el caso de candidatos de todas las filiaciones políticas, que han sido fuertemente presionados por delincuentes”. Mencionó seis puntos relevantes que serían tratados en la sesión: 1) Consolidar la base de datos de homicidios dolosos y personas no localizadas. 2) Acelerar la implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Penal y hacer realidad el nuevo Sistema Penal Acusatorio, aprobado en 2008. Sólo tres estados lo habían hecho completamente y siete de manera parcial. 3) Continuar el esfuerzo para combatir el secuestro. 4) Cumplir las metas de evaluación de todos los cuerpos policiales. 5) Ejercer de manera adecuada los recursos transferidos para seguridad a los estados y municipios. 6) Desarrollar la infraestructura necesaria en los estados de la federación para la seguridad y el buen funcionamiento de las instituciones de impartición y administración de justicia.59 Las fallas y los retrasos en todos esos puntos agudizaban sin duda la incapacidad del Estado mexicano para contener a los criminales y aplicarles la ley. Ni todo dependía del presidente, ni se reducía a la participación o no de los militares.


      LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO FEDERAL

      Y LOS ESTADOS EN ASUNTOS DE SEGURIDAD


      En México, los apoyos a los estados en asuntos de seguridad eran desiguales y tenían intereses partidistas, según las apreciaciones del dirigente nacional del PRI, Pedro Joaquín Coldwell. Se refería a las críticas de miembros del PAN al gobernador de Nuevo León, Rodrigo Medina (PRI), luego de una masacre atribuida a Los Zetas de miembros de la organización del Golfo y una fuga de reos en el penal de Apodaca. Coldwell declaró: “El PRI demanda enérgicamente del Gobierno federal que ponga fin a su doble discurso, en el sentido de que por un lado calla y por el otro alienta a su Partido Acción Nacional para agredir al Gobernador del Estado”.60 Dijo que le gustaría escuchar un respaldo público del presidente y el secretario de Gobernación al pueblo y el gobierno de Nuevo León. Las críticas no eran muy distintas de las que miembros del PRI y otros partidos le hacían al propio presidente por la violencia en distintas partes del país y la falta de resultados en asuntos de seguridad. La situación en Nuevo León se había deteriorado gravemente, con asesinatos, bloqueos e incendios de vehículos en las calles, el incendio de un casino y la muerte de varias personas que se encontraban en el interior, etc., y el gobernador no parecía estar a la altura de las circunstancias. Más que agresiones, eran críticas bien merecidas. Posteriormente, en Guadalajara, luego de la captura de Erick Valencia, presunto líder de la organización criminal autodenominada Jalisco Nueva Generación, hubo agresiones armadas de parte de éstos. El presidente Calderón felicitó al gobierno de Jalisco (Emilio González, PAN) por su reacción oportuna que permitió la captura de los responsables el mismo día de los ataques. Dijo el gobernador: “Las distintas corporaciones municipales, las distintas dependencias del Gobierno del Estado y por supuesto siempre con el apoyo del Gobierno federal hemos dado respuesta rápida a esta agresión sufrida por los jaliscienses […] en Jalisco hemos dado muestra de lo que es un trabajo coordinado”.61 Contrastaba con la situación en Nuevo León, a cuya capital, Monterrey, acudió el presidente para tener una reunión sobre el tema de la seguridad con el gobernador, un grupo representativo de los empresarios del estado, entre los cuales Eugenio Clariond, Alfonso Garza, Eduardo Garza, Eugenio Garza Herrera y Sergio Gutiérrez, y miembros de los gabinetes de seguridad federal y estatal. El presidente hizo un llamado a la unidad de la población. Al momento de la reunión, 35 de 37 reos evadidos de la prisión de Apodaca, donde fueron masacrados 44, continuaban prófugos. El presidente se refirió a los efectos de la corrupción y afirmó: “Un policía o un directivo involucrado con los criminales hace el triple o cuádruple de daño que un criminal común”, por estar dentro y aprovechar la información, las armas y los vehículos en beneficio de los criminales. En Michoacán hizo un llamado al Poder Legislativo federal para que decidiera sobre las reformas a la Ley de Seguridad Nacional, con el fin de dar mayor certeza jurídica a las acciones de los militares. Y a los gobiernos estatales y municipales los urgió a cumplir con la Ley de Seguridad Pública para depurar las instituciones policiales, pues “si no se realiza esta tarea, de poco servirá el valeroso y decidido apoyo de las fuerzas armadas de México”.62


      En el aniversario de la Batalla de Puebla, el presidente de México mencionó que uno de los desafíos del país era “el embate virulento, feroz, estúpido, irracional, de la delincuencia organizada, con su violencia y su agresión a la sociedad y a los mexicanos más vulnerables”. Los criminales no cedían y continuaban midiendo fuerzas entre ellos y con las corporaciones de seguridad del gobierno mexicano. En algunas entidades federativas el problema era más agudo. En Morelos, por ejemplo, gobernado por Marco Antonio Adame (PAN), donde fue puesto en marcha el Plan Morelos Seguro, “en respuesta a la petición del señor gobernador”, según lo anunció el secretario de Gobernación, Alejandro Poiré, quien señaló varios municipios del estado con mayor incidencia delictiva en los cuales se pondría más atención, tales como Cuernavaca, Temixco, Jiutepec, Yautepec, Cuautla, Emiliano Zapata, Xochitepec, Puente de Ixtla, Jojutla y Zacatepec. Poiré enumeró 10 acciones que se pondrían en práctica: reforzamiento de la presencia de las fuerzas federales coordinadas por la Sedena, incremento de los patrullajes de las mismas en diversos lugares del estado, patrullaje más intenso de la policía federal en carreteras donde se había observado una mayor incidencia delictiva, instalación de una instancia de concentración de información y de coordinación entre autoridades estatales y federales, aplicación de controles de confianza a miembros de las instituciones de seguridad y de justicia, puesta en marcha del modelo de policía estatal acreditable, consolidación de la unidad especializada de combate al secuestro, intensificación de las campañas de prevención de adicciones, recuperación de espacios públicos, y finalmente un mecanismo de evaluación permanente de las acciones anteriores “de cara a la sociedad”. Poiré afirmó que se estaba “avanzando en una ruta clara, con componentes de una estrategia integral, coherente, comprensiva”.63 Así parecía en el discurso, pero no en la práctica.


      El mismo día, en Tamaulipas, al asistir a la firma del Convenio Modificatorio del Operativo Tamaulipas Seguro con el gobernador Egidio Torre Cantú (PRI), Poiré dijo en qué consistía la estrategia integral: “En combatir a los delincuentes, en transformar las instituciones, en reconstruir el tejido social”. Para ser “integral” era muy limitada. Nada sobre inversión productiva y creación de empleos, por ejemplo. No había intención de modificar el rumbo de las medidas implementadas por el gobierno federal, pues dijo que independientemente del debate, la crítica y las opciones, “hay que perseverar en esta ruta que está trazada”. Anunció que las fuerzas federales continuarían su presencia de manera “decidida y contundente”, que su labor era “subsidiaria y temporal”, que su presencia no podía ni debía ser permanente, pero que permanecerían el tiempo que fuera necesario hasta que las fuerzas de seguridad estatales fuesen “reconstruidas”. Mencionó que se habían logrado avances gracias a la coordinación entre la federación y las autoridades locales en Ciudad Juárez, Tijuana, Veracruz, Guerrero, la Comarca Lagunera, y que así sería en Tamaulipas. Por su parte, el gobernador, cuyo hermano Rodolfo fue asesinado en junio de 2010 cuando era candidato a la gubernatura por la alianza PRI-PVEM-Panal, a unos días de las elecciones, y cuyo crimen no ha sido esclarecido, declaró: “La presencia de la Fuerza Armada permanente ha sido fundamental, de ahí que hemos privilegiado y alentado su permanencia. Tres de los cuatro cuarteles militares que se han construido el último año en nuestro país están ubicados en Tamaulipas”.64 Al igual que otros gobernadores de distintos partidos en otros estados en los años de la administración Calderón, Egidio Torre no tenía una idea o propuesta distinta a la del presidente contra los grupos criminales que generaban violencia e inseguridad en Tamaulipas.


      Después de Tamaulipas, Poiré estuvo en Monterrey, Nuevo León, donde firmó con el gobernador Rodrigo Medina (PRI) la Ampliación del Convenio de Coordinación Nuevo León Seguro, cuya vigencia se prolongaría hasta el 30 de noviembre de 2012. Poiré señaló que ese tipo de convenios estaban contemplados en la Estrategia Nacional de Seguridad, que habían sido aprobados por todos los gobernadores y el gobierno federal en el marco del Consejo Nacional de Seguridad Pública, y que por lo tanto la estrategia podría ser considerada “como una política de Estado”. Y si era así, entonces no era “de Calderón” como afirmaban algunos críticos y adversarios políticos del presidente, y se podría haber esperado tener resultados muy distintos que efectivamente hubieran demostrado que la estrategia pudiera caracterizarse de esa manera. Había sin duda coincidencias, apoyos, pero también prácticas distintas que contradecían lo expresado en los discursos. No era de Estado pero sí era compartida por distintas fuerzas políticas, económicas y sociales. Poiré hizo un reconocimiento “amplio, patente, sentido[,] a la presencia, al esfuerzo, a la valentía, al coraje con que las Fuerzas Federales, particularmente el Ejército mexicano, han contribuido a la seguridad del estado de Nuevo León”. El secretario de Gobernación consideró que se estaba realizando un “traba­jo de contención y debilitamiento definitivo de las bandas delincuenciales”. Lo definitivo estaba por verse y era más bien un buen deseo. El gobernador se mostró agradecido con el gobierno federal por el apoyo brindado y dijo: “Hoy hemos ratificado, con este Convenio de Operaciones Conjuntas, que hay objetivos comunes, que hay visión de Estado, y que vamos por la misma ruta de combate coordinado contra la delincuencia”. También, que había respeto y diálogo; hay, agregó, “un profundo agradecimiento a las fuerzas federales por el trabajo que realizan en nuestro estado, hay un indiscutible reconocimiento general a las fuerzas armadas, a los cuerpos de seguridad, así lo dicen los nuevoleoneses y así lo afirma el gobernador”.65


      En el Cuarto Foro Nacional sobre Seguridad y Justicia,66 y ante líderes de la sociedad civil, miembros de su gabinete, el embajador de Estados Unidos en México, Anthony Wayne, un representante de la SCJN, procuradores de los estados, magistrados, etc., el presidente Calderón se refirió a la “estrategia integral” y dijo que no consistía únicamente en el uso de la fuerza contra los criminales, sino que abarcaba también la reconstrucción de las instituciones de seguridad y justicia y el tejido social, aspectos que su secretario de Gobernación repetía también en otros foros. Habló de los gobernantes de estados de la federación a los que nunca les interesó “limpiar” sus instituciones policiales y criticaban la estrategia del gobierno federal: “En la mañana [critican], hay que decir que el Ejército se vaya a los cuarteles, pero en la tarde viene[n] a pedir más soldados en sus municipios y en sus comunidades”. Tenía razón, era parte del libreto de varios gobernadores. Para el presidente, la alternativa era “acomodarse a los criminales o enfrentarlos”. Sobre la violencia señaló que era mayor en los lugares donde se habían dado esos acomodos y especificó: “No digo que por corrupción. Yo no sé si fue por temor o, simplemente, porque no se vio el problema. Pero el no enfrentar, sino acomodarse, deriva, tarde o temprano, en lo que estamos viendo: una disputa de los criminales por el dominio, unos contra otros, de esos territorios”. Era justamente en esos estados, gobernados por miembros de los tres principales partidos, donde se habían desplegado los operativos conjuntos, acerca de los cuales dijo que sucedía algo “curioso”: en las dos primeras semanas la violencia aumentaba y luego empezaba a bajar, en unos casos más y en otros menos. Afirmó estar dispuesto a que lo llamaran a cuentas sobre lo que hizo y lo que no hacía, pero que también se hiciera lo mismo con los legisladores.


      En el mismo evento, uno de los convocantes, Alejandro Martí, presidente de la organización civil México SOS, hizo un balance de los primeros cuatro años de la reforma constitucional de justicia penal y reconoció y agradeció el impulso que le dio el presidente.67 Consideró que era quizá “la reforma más ambiciosa desde la Constitución de 1917”. Externó su preocupación por la situación en algunos estados: “La actitud de muchos gobernadores es de un absoluto e irresponsable desdén. Siguen siendo un gran obstáculo a la implementación de la reforma”. De la clase política dijo que tenía “un ADN profundamente antidemocrático” y que el país y los ciudadanos estaban “secuestrados” por sus intereses. Martí dio cifras: en 18 estados no se habían puesto en marcha las reformas, cuatro contaban con legislación aprobada, cinco habían aprobado un Código Penal estatal, en ocho la reforma operaba de manera parcial, y en su totalidad sólo en tres. Dijo también que los recursos no podían ser un pretexto porque se les habían dado 440 millones de pesos más créditos a cargo de la federación para que pusieran en funcionamiento el nuevo sistema de justicia penal. El balance de Martí mostraba la distancia entre el discurso y la realidad sobre la política de Estado de la cual Poiré aseguraba que ya era una realidad.


      Los créditos adicionales a los que se refería Martí eran por 12 000 millones de pesos, a través de Banobras, según lo anunció el presidente. En otro evento, con los procuradores de justicia de los estados, Calderón señaló que las acciones contra los criminales eran las más inmediatas, urgentes y de mayor impacto en el corto plazo; que la criminalidad era cada vez más violenta e inescrupulosa; que era responsabilidad de la federación, los gobernadores y los alcaldes enfrentarla. Si no, ¿quién?, preguntó. Agregó otros contenidos a su discurso que habían estado ausentes anteriormente, por ejemplo, no despersonalizar a las víctimas de la violencia, no reducirlas a cifras y señalar que los criminales también eran personas con derechos. La cantidad de críticas a la estrategia, la cantidad de muertes, la impunidad, las denuncias sobre violación de derechos humanos de parte de las fuerzas de seguridad, etc., lo habían llevado a introducir otros aspectos en su discurso. Consideró que había que mejorar las bases de datos de homicidios dolosos y “personas no localizadas”, y que quienes habían muerto, vinculados o no al mundo criminal, eran personas con “nombre, apellido, familia, padres [y] posiblemente hijos”. Y para justificar su decisión mantenida a lo largo de su administración presentó un posible escenario catastrófico en caso de no haberla tomado: “De no haber actuado a tiempo frente a la criminalidad, quizá, hoy mismo, ya no digamos dentro de seis meses o un año, hubiera sido demasiado tarde para el Estado mexicano enfrentar el poderío que han desarrollado las bandas criminales en nuestro país”.68 Imposible demostrarlo. Calderón pedía un acto de fe en su palabra y reclamaba el reconocimiento por la salvación. Si bien los criminales habían dado muestras de poder de fuego, capacidad de corrupción, ampliación de su renta criminal, expansión territorial, salvajismo en la destrucción de sus víctimas, e incluso interés por influir en la política en algunas partes del país, no eran una fuerza unificada con objetivos principalmente políticos interesados en el control y gobierno del país, que hubiesen desplazado o subordinado al oligopolio partidista, controlado a la clase empresarial y a la sociedad civil y con armamento, efectivos y organización superiores a los de las fuerzas armadas. La percepción del presidente parecía, por decir lo menos, exagerada.


      El secretario de Gobernación regresó a Tamaulipas a finales de mayo de 2012 para la inauguración del Foro de Legalidad, Seguridad y Derechos Humanos, organizado por el periodista Antonio Navalón y cuyo director era el jurista Baltasar Garzón. Poiré se refirió a las razones del gobierno de Calderón para realizar las acciones emprendidas: “Ante el clamor de ayuda expresado por ciudadanos en distintas partes del país y ante la petición expresa de las autoridades locales, el Gobierno Federal ha apoyado a estas entidades para contener y abatir a la criminalidad”. No eran, pues, invenciones, ocurrencias o imposición de la federación. Y volvió sobre un tema que había expresado en Monterrey a principios del mismo mes: “La Estrategia Nacional de Seguridad es una propuesta de una política de Estado que tiene que consolidarse como tal, en la cual se requiere de continuidad y de mucha perseverancia”. En efecto, era una propuesta, no una realidad. Justamente una de las lecciones aprendidas por Colombia, según lo señaló el general Óscar Naranjo, director general de la Policía Nacional de ese país, era que “una política de seguridad en esta materia [lucha contra el crimen] no es una política de Gobierno, sino que tiene una vocación de convertirse, y de serlo, en una política de Estado, es decir, sostenible, integradora y, en todo caso, que va más allá del tiempo y de los espacios para que la señal sea inequívoca. Que no habrá nunca tregua contra el delito”. Naranjo agregó que otra de las lecciones aprendidas era que la legitimidad de esa política estaba basada en “el respeto por los derechos humanos, por la integridad de cada ciudadano”.69


      MANTAS, RUMORES

      Y MOVILIZACIÓN CIUDADANA


      El 26 de agosto de 2008 fueron colocadas mantas en lugares de varios estados del país (Tamaulipas, Nuevo León, Coahuila, Veracruz, San Luis Potosí y Quintana Roo) con la imagen del presidente acusando al gobierno federal de encubrir desde hacía siete años, “a cambio de sumas millonarias”, a Joaquín Guzmán, Ismael Zambada, Ignacio Coronel, Óscar Valencia, La Familia y al general Martín Cordero Luqueño. Y una pregunta: “¿Acaso esto es lucha contra el crimen?”70 Se habló de 27 mensajes en seis estados y 12 ciudades. Se les atribuyeron a la alianza Zetas-Beltrán Leyva. Años antes, acusaciones parecidas de protección a Guzmán por el gobierno federal habían sido difundidas por la antigua alianza Golfo-Zetas, versión que fue retomada y ampliada por personas y medios no simpatizantes del presidente ni de su partido, convencidos de su veracidad y de esa especie de poder mágico del presidente para alinear las fuerzas del Estado a favor de un grupo criminal en detrimento de su principal competencia por la hegemonía.
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